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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Tabaré Hackenbruch Legnani. 
MIEMBROS: —Señores Representantes Pablo Iturralde Viñas, Ivonne Passada, Jorge Pozzi y Juan Varela. 


DELEGADOS ] 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala y Alvaro Delgado. 


INVITADOS: Por el Club de Golf del Uruguay, doctor Fernando Etcheverry, Presidente; contador Aldo 
Bonsignore, Gerente General; psicóloga Claudia Peña, Gerente de Recursos Humanos, y 
doctora Tatiana Ferreira, asesora. 


Por la Dirección General de Servicios Ganaderos, doctores José Gallero, Dirección 
General de Servicios Ganaderos; Héctor Lazaneo, Director División Industria Animal, e 
Ignacio Pereyra, Supervisor Zonal, Departamento de Faena de la Dirección Industria 
Animal. 


Por la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, técnica prevencionista 


María Narducci, Directora General del Trabajo, y doctora María Cristina Demarco, 
Subinspectora General del Trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hackenbruch Legnani).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Tripulación de embarcaciones 
de matrícula nacional. Normas". 


(ANTECEDENTES:) 

——- Léase el proyecto. 
(Se lee) 

——- En discusión general. 


Tenemos una serie de sugerencias sobre técnica legislativa realizadas por la Secretaría de la Comisión con 
respecto a este proyecto de ley. 


SEÑOR POZZI.- Quiero dejar una constancia. 


En este momento, están presentes Representantes del Partido Colorado y del Frente Amplio; no está presente 
el Partido Nacional. Lo señalo porque no quiero que se interprete como algo hecho ex profeso. 


Quiero recordar que hace algo más de veinte días cuando se trató este tema, el señor Diputado Cabrera Casas 
quien sustituía al señor Diputado Iturralde Viñas pidió una semana más para interiorizarse del asunto y poder 
dar una opinión. Luego, con el señor Diputado Iturralde Viñas planteé nuevamente el tema y, como no tenía 
conocimiento del asunto, postergamos una vez más esta cuestión. Después tratamos el tema de PLUNA. 


Finalmente, quedamos en que hoy a la hora 10 y 30 se trataba este tema. Creo que fuimos flexibles a la hora 
de discutir esto, que está en carpeta desde hace largo tiempo. 


Quería decir esto para que nadie se sintiera dejado de lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siempre está la posibilidad de discutirlo en Sala, cuando se quiera hacer 
algún tipo de aporte al proyecto de ley. 


Quiero dejar constancia de que vamos a acompañar en general esta iniciativa. El señor Diputado García 
Pintos presentó un proyecto hace tiempo en el mismo sentido. Cuando se discuta el articulado, vamos a 
solicitar que se revea el porcentaje del 100% por motivos que explicaremos en su momento. 


SEÑOR POZZI.- Quiero resaltar que el señor Diputado García Pintos presentó hace unos años un 
proyecto de ley con igual tono que este. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si en su momento se anexaron los proyectos de ley. Por lo tanto, vamos 
a votar que se anexen los dos proyectos de ley. 


(Se vota) 
——- Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 
——- Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1 con las sugerencias planteadas por la Secretaría con respecto a la técnica legislativa. 
(Se lee:) 


"Sustitúyese el artículo 27 de la Ley N* 13.833, de 29 de diciembre de 1969, por el siguiente: 

'ARTÍCULO 27.- Las embarcaciones pesqueras de matrícula nacional serán comandadas por Capitanes o 
Patrones ciudadanos naturales o legales uruguayos, debiendo además su tripulación estar constituida por no 
menos del 100% (cien por ciento) de ciudadanos naturales o legales uruguayos. Este porcentaje podrá ser 


m 


alterado en cumplimiento de acuerdos internacionales". 


Nosotros pretendemos pedir a la bancada de Gobierno que se pase ese porcentaje al 85%. 


SEÑOR POZZI.- En primer lugar, estamos de acuerdo con la modificación en la redacción que 
propone la Secretaría. 


En segundo término, quiero decir que el espíritu de la bancada de Gobierno cuando presentó este proyecto de 
ley tenía que ver con la defensa del trabajo nacional, sobre todo en una actividad tan complicada como la 
pesca y la navegación de marina mercante en Uruguay. Por esa razón se resolvió modificar la ley y elevar el 
porcentaje desde el 50% al 100% en los barcos de bandera nacional. 


Ya hemos discutido sobre este asunto, y hay antecedentes de esto en todos lados. Por ejemplo, en Argentina 
se ha establecido por ley el 100%; en otros lugares esto no se ha legislado y está sujeto al libre juego. 
Siempre que se pueda, es bueno defender el trabajo nacional. Digo esto porque nuestros trabajadores, cuando 
buscan nuevos horizontes en otros lados en la Unión Europea o en Estados Unidos, terminan siendo 
perseguidos y trabajando en negro porque no tienen posibilidades de poder regularizar su situación laboral, y 
muchas veces terminan siendo deportados. 


Por lo tanto, todos los países tienden a proteger su mano de obra, sobre todo cuando se viven momentos 
difíciles de baja del empleo. Todos sabemos que se busca defender la mano de obra de cada país y, además, 
hay clamores sociales para que esto sea así. 


No se trata de que el extranjero no pueda trabajar en el país; debe cumplir con ciertas condiciones y tener 
cédula de identidad. Voy a ser franco: los que estamos en contacto con este ambiente del mar sabemos que no 
es difícil que trabajadores internacionales obtengan la cédula de identidad para poder embarcarse en barcos 
de bandera nacional. Eso se hace y es algo que pasa muy seguido. Y la ley lo mantiene porque se refiere a 
ciudadanos naturales o legales. 


Pero también es cierto que a lo largo de los dos años que lleva de tratamiento este proyecto de ley, hemos 
escuchado en esta Comisión a compañeros nuestros que integran el Poder Ejecutivo, por ejemplo al 
compañero Daniel Montiel de la DINARA, al doctor Loustaunau, asesor de la Dirección Nacional de 
Trabajo, quienes nos plantearon algunas dificultades con relación al tema del 100%. También las Cámaras 
patronales pesqueras plantearon alguna dificultad en ese sentido. Si bien dijeron que en sus barcos que 
navegaban en las 200 millas la tripulación de por sí ya era ciento por ciento uruguaya en general todos 
navegaban con tripulación nacional, para otro tipo de pesca que querían intentar hacer en aguas 
internacionales, era muy complicado tener una tripulación ciento por ciento uruguaya 


Además, hemos recibido de parte de una oficina del Ministerio de Economía y Finanzas que trabaja en el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, y que se dedica a todo lo que refiere a acuerdos internacionales por eso, 
además de una modificación vamos a plantear un agregado, algunas objeciones con respecto a que la ley, tal 
cual está redactada, podría chocar con tratados de comercio que el país ya tiene firmados. Por la característica 
de estos acuerdos, cada parte pone encima de la mesa todas las leyes vigentes en el país, específicamente las 
laborales, y por lo menos en dos tratados aunque debe haber alguno más que ya están firmados, lo que 
Uruguay puso encima de la mesa como ley fue que los barcos de bandera uruguaya debían llevar, como 
mínimo, un 50% de tripulación conformada por ciudadanos naturales o legales. Entonces, hubo que buscar 
una forma de salvar esta situación para evitar que el país tenga que volver a plantear una rediscusión de todos 
estos acuerdos internacionales, que no son fáciles; uno de ellos creo que es el TIFA, firmado con Estados 
Unidos, y otro es de libre comercio con México. Para no tener que discutir todo de vuelta habíamos sugerido 
que ellos nos dieran una solución para poder salvar todo ese tipo de situaciones que queremos dejar 
incorporadas en el artículo 27. 


Por todo lo que decía, atendiendo a lo que nos expresaron los compañeros del Poder Ejecutivo, estamos de 
acuerdo en modificar ese 100% y llevarlo a 90%. Además, después de la expresión "legales uruguayos" 
proponemos agregar lo siguiente: "Este porcentaje podrá ser alterado en cumplimiento de acuerdos 
internacionales". También vamos a hacer alguna modificación más en los artículos 2” y 3” a los efectos de 
que no haya inconvenientes con los acuerdos internacionales y que el proyecto pueda caminar sin problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Compartimos el sentimiento de defensa del trabajo nacional; estamos 
totalmente de acuerdo con ello, pero creemos que los mecanismos de defensa del trabajo nacional son 
otros. Hay algunas consideraciones que no podemos olvidar. Primero, que somos hijos de inmigrantes. 
Aún hoy nos encontramos con muchos españoles y portugueses que ni siquiera se han nacionalizado 
después de veinte o treinta años de estar en nuestro país. Por eso no compartimos ese 100% y 
solicitamos el 85%. De todas maneras, estamos dispuestos a acompañar el planteo del 90%. Es muy 
poca la diferencia, pero creo que también sería un mensaje por todo lo que nos ha manifestado el 
sector patronal, que plantea que en lo que refiere a la inversión tecnológica, cuando viene desde afuera, 
las personas que hacen ese esfuerzo quieren que determinados puestos importantes estén en manos de 
personas de su confianza. Generalmente esos avances tecnológicos están dados por países extranjeros 
que, obviamente, tienen las posibilidades de hacer esas inversiones que nosotros, por la dimensión de 
nuestro país, no podemos hacer. 


Tengo que ser sincero y no quiero entrar en un debate político además, tenemos por delante una ardua tarea 
en la Comisión y ya deben estar llegando algunas delegaciones, pero esto también está en contradicción con 
las manifestaciones de algún importante Senador y ex Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca que dice 
que va a traer peruanos y bolivianos para trabajar la tierra en nuestro país. Vemos en esto una franca 
contradicción. Por un lado plantean traer extranjeros para trabajar la tierra porque los pobres en Uruguay no 
quieren trabajar y no agarran una pala ni a palos; sin embargo, en la pesca decimos que las tripulaciones 
tienen que ser ciento por ciento nacionales. Francamente, allí hay una contradicción: sí pueden venir a 
trabajar la tierra; no pueden venir a subir a nuestros barcos embanderados. 


De todas maneras, vamos a acompañar el planteo del 90%. Nos hubiera gustado un poco menos, más que 
nada para dar la posibilidad a los armadores que quieran embanderar en Uruguay de traer a su personal de 
confianza. De esa manera se podría seguir avanzando en una tecnología y en una industria que hace 
veinticinco años no existía o existía en forma muy rudimentaria y hoy es una importante fuente de ingreso. 


Hechas estas salvedades, si les parece bien, pasamos a votar el artículo 1% cambiando "100%" por "90%" y 
con el agregado que ya fue leído. 


(Se vota) 
——- Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Léase el artículo 2*. 


(Se lee:) 


"Artículo 2”.- Sustitúyense los artículos 24, 25, y 26 del Decreto 426/994, reglamentario de la Ley N” 16.387, 
de 27 de junio de 1993, por los siguientes: 'ARTÍCULO 24. (Integración de la Tripulación).- La tripulación 
de los buques mercantes nacionales estará integrada de la siguiente manera: A) El 100% (cien por ciento) de 
la oficialidad, incluyendo Capitán, Jefe de Máquina, y Radio Telegrafista, por ciudadanos naturales o legales 
uruguayos.- B) Con no menos del 100% (cien por ciento) del resto de la tripulación de ciudadanos uruguayos 
naturales o legales.- ARTÍCULO 25. (Modificación de Tripulantes uruguayos).- Los porcentajes previstos en 
los literales A) y B) del artículo anterior solo podrán ser alterados en cumplimiento de acuerdos 
internacionales, por acuerdo de partes atendiendo razones especiales en un ámbito en que participarán la 
autoridad competente, representantes del propietario o armador, el Capitán y Representantes de las 
organizaciones profesionales más representativas involucradas. ARTÍCULO 26. (Integración de buques que 
hayan enarbolado como última bandera la de un país integrantes del MERCOSUR).- Cuando el buque 
mercante que se incorpore a la matrícula nacional haya enarbolado como última bandera la de un país 
integrante del MERCOSUR, el porcentaje obligatorio de ciudadanos uruguayos, naturales o legales, 
establecido en los literales A) y B) del artículo 24, del Decreto 426/994, podrá modificarse en la misma 
proporción que se hubiera establecido en convenio de reciprocidad con cualquiera de dichos países y siempre 
que se trate de la incursión de tripulantes oriundos del país de la bandera anterior del buque". 


SEÑOR POZZI.- Para seguir con lo que consideramos en el artículo 1”, proponemos que tanto en el 
literal A) como en el B) se ponga el "90%", en lugar de "100%". El literal A) diría: " El 90% de la 
oficialidad, incluyendo Capitán [...]". El literal B) quedaría así: "Con no menos del 90% del resto de la 
tripulación [...]". 


En cuanto a la frase "en cumplimiento de acuerdos internacionales" que se agrega en el Artículo 25, debo 


aclarar que fue sugerida por la oficina correspondiente del Ministerio de Economía y Finanzas, que está en el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, para que no chocara y salvara los problemas de los acuerdos. 


Con respecto al resto del artículo no tengo más salvedades que hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el mismo sentido, me hubiera gustado que el porcentaje fuera menor, del 
85%, pero en bien de alcanzar un acuerdo y de defender la fuente de trabajo del Uruguay, vamos a 
acompañar este artículo que establece 90%. 


SEÑOR SECRETARIO.- Dentro del artículo 2”, en el inciso en el que se hace referencia al 
"ARTICULO 25", donde dice "artículo anterior" se sustituye por "artículo 24, del Decreto 426/994". 


SEÑOR PRESIDENTE.- 


Se va a votar el artículo con las modificaciones planteadas. 


(Se vota) 
——— Cuatro en cuatro: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Léase el artículo 3%. 
(Se lee:) 


"Deróganse todas las disposiciones legales y reglamentarias vigentes referidas a porcentajes de tripulantes y 
sus nacionalidades en buques de bandera nacional y toda aquella normativa que se oponga a la presente ley". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——— Cuatro en cuatro: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Propongo que el miembro informante sea el señor Diputado Pozzi. 
(Apoyados) 
La Comisión pasa a considerar una nota enviada por PLUNA Sociedad Anónima. 


Dice así: "Montevideo, 28 de octubre de 2008.- Cámara de Representantes.- Sr. Presidente de Comisión de 
Legislación del Trabajo.- Sr. Tabaré Hackenbruch Legnani.- PRESENTE.- De nuestra mayor consideración.- 
Es de nuestro interés poner en conocimiento a Ud. y a los Miembros de la Comisión que habiendo sido 
comunicado al Cte. Fernando Zás la disposición de PLUNA, Líneas Aéreas Uruguayas S.A. de revisar la 
decisión de su despido en las condiciones informadas en oportunidad de la Sesión del 23 de octubre de 2008, 
el Comandante Fernando Zás nos comunicó su rechazo a la propuesta realizada.- Quedamos desde ya a sus 
órdenes por cualquier aclaración adicional.- Atentamente, Matías Campiani.- Presidente de PLUNA Líneas 
Aéreas Uruguayas S.A.". 


Quiero que quede constancia de que se ha enviado copia de esta nota a todos los integrantes de la Comisión. 
También deseo que conste que vamos a realizar un pedido de informes con respecto a este y a otros temas. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Ingresa a Sala la delegación del Club de Golf del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto para la Comisión de Legislación del Trabajo recibir a los 
directivos y asesores del Club de Golf del Uruguay: la doctora Tatiana Ferreira, asesora; la psicóloga 
Claudia Peña, Gerente de Recursos Humanos; contador Aldo Bonsignore, Gerente General, y el doctor 
Fernando Etcheverry, Presidente. 


Como ustedes sabrán, asistió a esta Comisión una delegación de "caddies", que desempeñaban funciones en 
el Club de Golf, quienes realizaron una serie de planteos. Es de estilo que, una vez que se escucha una de las 
partes, la otra parte tenga la oportunidad de hacer los diferentes descargos o aportes respecto al conflicto que 
se viene desarrollando. 


Ustedes deben haber recibido la versión taquigráfica. Sabemos que hay una mediación en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y nos gustaría que manifestaran en qué situación se encuentra la misma. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Comencemos por el final, con las tratativas que se están realizando en este 
momento a nivel de la Dirección Nacional de Trabajo, luego de las medidas del piquete que sufrimos 
hace dos fines de semana atrás. 


Se convocó a una reunión que iba a tener lugar el día lunes, pero ese fue el día de los incidentes que sufrió el 
Director Nacional de Trabajo. Nosotros estábamos prontos para concurrir y desde la Dirección Nacional de 
Trabajo nos alertaron de que no fuéramos, por tanto, se postergó para el viernes. En esa reunión participaron 
nuestros delegados, el contador, los asesores jurídicos y la Gerente de Recursos Humanos, quienes 
expusieron su posición frente al conflicto. Realmente fue como retrotraerse ocho meses atrás, porque cada 
parte se mantuvo invariable en su posición. Eso motivó que la Dirección Nacional de Trabajo, con buen tino, 
convocara el lunes de mañana a una de las partes, a los trabajadores con sus asesores, y el martes a nosotros. 
De esas conversaciones salió una posible solución económica que significa una variación en el conflicto pero 
que no contempla el reintegro a los puestos de trabajo que ellos reclaman. 


En el día de ayer hicimos la oferta económica, que es sustancialmente superior a la anterior, y no sé cómo es 
el manejo que la Dirección Nacional de Trabajo va a articular para seguir trabajando en esa solución. 
Esperamos confiados de que esto sirva para encontrar una solución, que no va a ser fácil. 


Leí con mucha atención la versión taquigráfica y es tal el cúmulo de inexactitudes expresadas sobre la 
situación, que creo que lo mejor y más constructivo sería expresar la posición e informarles cuál ha sido, a 
nuestro juicio, la situación en conflicto. Luego, ustedes sacarán sus propias conclusiones. Porque hacer una 


especie de alegato contradiciendo los dichos de una y otra parte durante el conflicto no nos llevó a nada y por 
eso estamos donde estamos. 


Me gustaría comenzar por informarles cuál es nuestra posición, salvo que ustedes quieran ir directamente a 
las preguntas y tocar los temas a medida que se vayan realizando las mismas. No sé cuál es la metodología 
que prefieren. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La metodología de trabajo de la Comisión consiste en escuchar a los 
visitantes y posteriormente hacer preguntas. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- El tema de los "caddies", tanto en nuestro país como en el mundo, se volvió 
conflictivo con el avance de los años. 


Nosotros tenemos un antecedente del año 1963 cuando el Directorio del BPS estableció que los "caddies" son 
trabajadores independientes y en base a eso se reguló. Posteriormente, en el año 2000, el BPS realizó una 
inspección general de todos los funcionarios del club que no tenía nada que ver con los "caddies" y apareció 
una resolución, de la que no fuimos notificados, de una situación particular de una persona que para jubilarse 
le computaron unos años que él mismo aportó. En esa resolución se establece que esa persona era un 
trabajador dependiente pero nunca se notificó a las partes. Cabe decir que ese funcionario que había trabajado 
algunos años en el club porque era de la familia, era funcionario del BPS y consiguió jubilarse de esa forma. 
Por eso deducimos que nunca se notificó a las partes. 


Esto quedó como antecedente y en el año 2002 el voluminoso expediente de inspección del Club de Golf, que 
va liberándose por todos los rubros y todas las actividades que tiene el club, se centra en el tema de los 
"caddies" que es donde encuentran una situación no regulada. Todo lo demás se despejó, se hicieron las 
correcciones y los pagos; todo normal. 


En ese momento los cuerpos inspectivos se dividen. Había cuatro inspectores: dos sostienen que se deben 
considerar como dependientes y realizar aportaciones y dos dicen que no. Cada uno lo expresa por escrito en 
el expediente y pasa a Sala de Abogados. La Sala de Abogados lo pasa a la Sala de Abogados del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Luego pasa a los asesores y nunca terminan de encontrar una solución al 
tema. Como consecuencia, se forma un grupo de trabajo que termina haciendo recomendaciones. ATYR lo 
toma, recomienda un sistema de aportaciones en base a un ficto y eleva lo actuado a la Sala de Abogados que 
comparte la resolución. En diciembre de 2000 la Gerencia del BPS crea el grupo de trabajo, en mayo de 2003 
el Directorio del BPS resuelve elevar las actuaciones al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a fin de que 
dicte una norma que regule la aportación y en febrero de 2004 la Dirección Técnica de ATYR del BPS pasa 
lo actuado a la Gerencia de Fiscalización. O sea que es un tema muy complejo que no tenía definición. 


La conclusión del grupo de trabajo tengo aquí un resumen dice: 


"Sugerimos que se formule una propuesta fundada en determinación de fictos para regular la tributación de 
dichos trabajadores conforme sea resuelto en casos similares. El temperamento indicado supone que en 
ningún caso podría procederse a gravar en forma retroactiva los ingresos de marras habilitándose, tanto al 
amparo previsional como de las obligaciones tributarias respectivas, recién a partir de la vigencia de la 
disposición del Poder Ejecutivo que establezca los fictos sugeridos o lo que en el caso se entienda 
pertinente". Y el BPS dice: "Sin norma habilitante, no puedo tener aportaciones de esta gente". Tengo en mi 
poder un resumen de lo que dice la Dirección Técnica de ATYR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Puede facilitar la documentación a la Comisión? 
SEÑOR ETCHEVERRY.- Sí, puedo dejar este resumen y enviar lo que sea necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la incluimos en la versión taquigráfica. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- En octubre de 2005 el BPS vuelve a elevar los antecedentes al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y el 12 de abril de 2007 el Poder Ejecutivo dicta el Decreto 131/007. Entre 
otras cosas ese decreto establece que la actividad de los "caddies" no tiene inclusión específica en el 


sistema de la seguridad social, que la referida inclusión abarca servicios prestados tanto dentro como 
fuera de la relación de dependencia y que es pertinente la fijación de un régimen de fictos para la 
aportación, ya que no es posible establecer con certeza las remuneraciones percibidas por los 
"caddies" en la medida en que estas son abonadas directamente por los socios. Esto lo dice el Poder 
Ejecutivo. 


Quiero aclarar que el Club está exonerado de realizar aportes a la seguridad social de acuerdo con el 

artículo 69 de la Constitución. Además, el Club no remunera a los "caddies", sino que lo hacen los socios. El 
hecho de que a partir de ahora los "caddies" pasen a trabajar en relación de dependencia no le ocasiona al 
Club ningún perjuicio económico y, el hecho de que los "caddies" hayan trabajado hasta ahora fuera de la 
relación de dependencia, no le ha generado al Club ningún tipo de beneficio porque no paga aportes. Los 
"caddies" cobraron siempre de los socios y lo embolsaron. 


En octubre de 2007 ocurre algo que cambia el conflicto. Todo este problema con los "caddies" se inicia en 
Punta del Este, en Maldonado. Este conflicto se origina en el año 2005 cuando el grupo de "caddies" del 
Cantegril Country Club comienza a hacer una serie de reivindicaciones. Con el apoyo de un Edil de la Junta 
vienen y se integran al grupo de trabajo que mencioné. Ese grupo de trabajo era cuatripartito. Estaba 
integrado por el BPS, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la Asociación Uruguaya de Golf que 
representaba a los clubes de golf y los "caddies" con activa participación de los de Maldonado que fueron los 
impulsores de este conflicto. Cuando se dictó el decreto, nosotros creímos que se iba a solucionar el 
problema porque podíamos formalizar la situación de los "caddies". Nosotros dijimos: Ahora tenemos una 
norma, los regularizamos, empezamos a aportar, los incluimos dentro del sistema de seguridad social. 
Entonces, nos presentamos ante el BPS y hablamos con los Directores para consultar cómo se iba a 
instrumentar el decreto, ya que es un decreto marco. En esa oportunidad, en el BPS se nos dijo que 
hiciéramos una propuesta porque en el organismo no se sabía cómo era esta actividad. A partir de ahí 
realizamos la propuesta y le dijimos cómo debía ser, explicando que el que paga es el socio y que el Club es 
un agente de retención. 


Como dije, ahí cambia sustancialmente el conflicto, porque se produce un quiebre con el grupo de "caddies" 
que estaba luchando por su regularización en la seguridad social, quienes, evidentemente, reciben apoyo y 
asesoramiento jurídico externo y comienzan a plantear otras reivindicaciones. Ellos nos manifestaron que de 
acuerdo con lo que decía el decreto, interpretaban que eran dependientes de los clubes y, por lo tanto, querían 
que se les recompusiera la historia laboral desde el día de su ingreso, con la correspondiente antigúedad, que 
se efectuaran los aportes correspondientes y que, además, se les liquidaran ellos pedían cinco años, pero por 
la prescripción solo están en condiciones de reclamar tres o cuatro desde el punto de vista jurídico licencias, 
aguinaldos, salarios vacacionales, horas extra y todos los rubros salariales. Por supuesto, no reclamaron por 
sueldos impagos, porque reconocieron que eso fue abonado. 


Entonces, aproximadamente en noviembre de 2006, se llevaron a cabo audiencias de conciliación en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en donde nos amenazaron directamente con realizar una demanda 
de naturaleza laboral. A partir de allí la negociación se quebró, porque cuando comenzó el conflicto se 
pretendía que se regularizara la actividad de los "caddies" con la que nosotros estamos de acuerdo pero 
después se nos dijo que no querían solo eso. Además, agregaron que querían trabajar en carácter de 
funcionarios permanentes y no como lo habían hecho históricamente. Ellos nos dijeron: queremos ser 
funcionarios con un salario mínimo asegurado. Y allí comenzaron a formular propuestas, y en un momento 
dado las reclamaciones superaban los US$ 2:500.000. Ese monto era tan absurdo que hacía imposible llegar a 
un entendimiento. 


Luego, en octubre de 2007, el Club recibió una propuesta del BPS para regularizar la situación de los 
"caddies", de acuerdo con la nueva normativa vigente, pero estos no aceptaron ese planteo. Luego, en 
setiembre de 2008, el BPS dispone una forma de aportación para el período anterior a abril de 2007 o sea, 
antes de que se dictara el decreto, a efectos de posibilitar que los caddies puedan jubilarse, y otorga 
facilidades a los clubes para verter diez años de aportes. Creo que eso está incluido en un proyecto de ley que 
tratará el Parlamento. ¿Por qué hace eso el BPS? Como una forma de contribuir a solucionar el conflicto, ya 
que la Dirección Nacional de Trabajo y el BPS estaban trabajando en conjunto. Como lo que se estaba 
pidiendo no estaba amparado en ninguna normativa, el BPS emitió una resolución de Directorio en la que se 
establecía que se podían tomar cobrando un salario mínimo nacional. En realidad, se elaboró un sistema que 
permitiera solucionar la situación. 


De esto surgen una serie de reflexiones. En el pasado no se realizaron aportes por los servicios de "caddies"; 
esto está claro, ni el Club ni ellos los llevaron a cabo. Indudablemente, no se responsabiliza por esto al Club, 
ni alos socios ni a los "caddies", ya que su trabajo no estaba regularizado y trabajaban en forma irregular. 
Los "caddies" carecen de historia laboral y, por ende, hoy no podrían jubilarse; podrían hacerlo solo a partir 
de la vigencia del decreto. Por lo tanto, encontrar una solución que permita a los "caddies" acceder a los 
beneficios jubilatorios, es esencial para superar este conflicto, que es en lo que está trabajando el BPS. Y 
nosotros consideramos que es esencial la intervención del Parlamento, ya que debe legislar en este sentido. 


Como dije anteriormente, cuarenta y dos "caddies" reclamaron esto es entre diciembre de 2007 y febrero de 
2008 ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social licencias no gozadas, salarios vacacionales, horas 
extra, aguinaldos, antigiiedad, descansos trabajados, feriados y sus respectivas incidencias. Luego, en enero 
de 2008 se comenzaron a realizar reuniones entre representantes de los "caddies" y la Gerencia del Club para 
encontrar una solución, para lo que se solicita la intermediación del BPS. Desde marzo a junio se realizaron 
reuniones, primero en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con representantes de FUECL, los 
"caddies", el Club y sus respectivos asesores, y luego en FUECI, allí sin representantes del Ministerio de 
Trabajo. Esto se debió a que las reuniones en el Ministerio eran caóticas y nunca se llegaba a nada. Entonces, 
la doctora y el representante de FUECI decidieron que las reuniones se llevaran a cabo en su sede, con la 
participación de los "caddies". Posteriormente, en junio de 2008 se llevó a cabo una reunión de mediación. 


Pero en el mes de julio el conflicto había llegado a una situación en la que nos veíamos constreñidos por dos 
frentes: la situación con los "caddies" y el BPS. El Banco nos decía: señores, el preconflicto, las 
conversaciones continúan, al igual que los reclamos, y ustedes no han regularizado; háganlo. Entonces, en 
julio le comunicamos a todos los "caddies" del Club, sin distinción, que se les hará una propuesta que les 
permitirá trabajar de manera formal. Del 15 al 30 de julio se explicó a todos los "caddies", en entrevistas 
individuales, el alcance de la propuesta; se les entregó el contrato de trabajo y se les explicó cómo era. 
Catorce de los "caddies" aceptaron la propuesta y los demás la rechazaron y se declararon en conflicto. 
Entonces, el 30 de julio, los "caddies" declararon que no había solución y cerraron la etapa de negociación en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, lo que está en las actas. 


En el contrato que firmamos con los catorce "caddies" que aceptaron la propuesta que estuvo abierta para 
todos se establece que el "caddie" ingresa como funcionario eventual, que no está obligado a presentarse en 
forma regular en el Club ni a concurrir en un horario determinado, por lo que va a trabajar los días y en el 
horario que él considera oportuno o que haya acordado con el jugador, lo cual respeta lo que históricamente 
fue la naturaleza del "caddie". El "caddie" nunca tuvo obligación de asistencia o un horario; inclusive, en los 
meses de verano se iban a trabajar a los clubes del este por ejemplo, al Club del Lago y volvían en marzo. 
Asimismo, se conseguían un trabajo permanente y desaparecían seis u ocho meses, y después volvían. Por lo 
tanto, este trabajo siempre fue tomado como una changa. Con la regularización que se hizo, cada salida a la 
cancha supone una relación de trabajo que finaliza a su término, aunque la reiteración de salidas no confirma 
el carácter de permanente. La situación actual es que el jugador abona el "caddie" por los servicios que 
contrata y el Club le retiene los aportes y la cuota parte de los rubros laborales correspondientes. Por primera 
vez esto ha encarecido enormemente, pero así es no solo hacemos los aportes conforme al decreto por un 
ficto, sino que estamos reteniendo por cada salida la cuota parte de aguinaldo, licencia y salario vacacional. 
Es un sistema parecido al de la construcción por el cual a fin de año, si aportan, van a tener todos sus 
derechos. Al final de cada mes el "caddie" cobra la cuota parte del aguinaldo, la licencia y el salario 
vacacional generados por las salidas al campo, así como los demás beneficios que el Club otorga a sus 
empleados: prima por matrimonio y por hijos menores de dieciocho años, tique alimentación, etcétera. El 
contrato se firma en carácter de transacción, las partes realizan recíprocas concesiones y el trabajador declara 
que no tiene ningún rubro laboral, indemnizatorio ni de ningún otro tipo que reclamar al Club. Este fue el 
punto que llevó al quiebre. Nosotros les dijimos: "Señores: este es el contrato. Ustedes comienzan de acá para 
adelante, pero no nos pueden hacer juicio, trabajando adentro, por cinco años de rubros laborales que no 
debemos". Reitero que ese fue el punto de quiebre. 


El 30 de julio se labra el acta en el Ministerio, y al día siguiente comunicamos a los "caddies" que rechazaron 
la propuesta que no podían ingresar al Club a trabajar de manera informal. Es decir que no mantenemos a 
ningún trabajador en carácter informal dentro del Club. Lo íbamos a hacer el 1” de enero pero no lo hicimos 
porque las negociaciones venían bien. Luego lo íbamos a hacer el 1% de mayo y tampoco lo hicimos. El BPS 
nos decía que no podíamos mantener trabajadores en situación informal. 


El 11 de agosto, los trabajadores presentan una acción de amparo, basada en la ley de fuero sindical. El 
Juzgado en Primera Instancia la rechaza pero la sentencia es recurrida. El 18 de setiembre el Tribunal de 
Apelaciones confirma la sentencia de primera instancia diciendo que no hubo violación de los fueros 
sindicales, ni de los delegados sindicales ni de los que estaban sindicalizados. 


El 17 de octubre se realizan reuniones con FUECI, pero no se producen avances. Entonces, se instala un 
piquete ofensivo en Bulevar Artigas durante dos días. El 24 de octubre el Ministerio cita a las partes para 
mediar en el conflicto. 


En cuanto a la situación actual y las posibles soluciones, el último planteo del sindicato de "caddies" es la 
incorporación de veintiuno como funcionarios permanentes y con un salario mínimo asegurado de $ 6.000, 
que el Club abone todos los aportes no realizados al BPS en el pasado aportes que el Club no debe, y que se 
les abone una partida neta de IRPF de $ 350.000 a cada uno unos $ 453.000 brutos como forma de cancelar 
una supuesta deuda del Club. El costo total de esta propuesta es de aproximadamente US$ 825.000 que no 
debemos, no tenemos ni estamos dispuestos a erogar. 


La actividad de los "caddies" viene en franco descenso y tiende a desaparecer en el corto plazo, al igual que 
ha ido ocurriendo en el resto del mundo. Solo se ven "caddies" en algunas canchas de Sudamérica. Inclusive 
aquí, en Uruguay, los clubes nuevos que se han establecido no tienen "caddies” sino autitos. El Club del Lago 
ya no tiene "caddies" y La Tahona Golf Club nunca tuvo. Quedan los "caddies" del Cerro, que son menores 
en número. Se trata de gente mayor, que trabajó toda la vida en el lugar, aunque ahí ya está jugando muy 
poca gente. El grueso de "caddies" está en Montevideo, en el Club de Golf, y en Maldonado, en el Cantegril, 
que trabajan fuerte solo en temporada. Después está el Club de la Barra, donde hay muchos carritos, autitos 
eléctricos y algún "caddie", pero muy poquitos. 


El largo conflicto aceleró este proceso. Hay días en que ninguno de los quince "caddies" que tenemos trabaja. 
De parte de los jugadores ha habido un franco rechazo por la actitud y no quieren seguir gastando. Luego 
explico esto. Creemos que contratar a veintiún "caddies" adicionales sin una demanda firme de trabajo solo 
recrearía las condiciones previas, que fueron las causantes del conflicto. Además, hay rechazo por parte de la 
masa social a su reincorporación en virtud de las acciones violentas en las que participaron agitadores ajenos 
a las partes. Hemos sufrido escraches, piquetes ofensivos, agravios, amenazas a funcionarios, y eso ha 
distorsionado totalmente la relación que existía. 


Por último, quiero explicar que la desaparición del "caddie" a nivel del golf social como el que tenemos es 
producto de la tecnología actual. Hoy en día todos los jugadores jóvenes, con el "boom" que ha habido en el 
mundo por el golf, llevan la bolsa al hombro se han diseñado unas bolsas pequeñas que se paran solas, usan 
unos carros con tres ruedas o a batería para tirar de las bolsas o utilizan los autitos, que siempre existieron. 


El Club de Golf del Uruguay, a pesar de la solicitud de la masa social, nunca quiso incorporar más carros 
eléctricos. Estos carros que mencionaba, en China cuestan US$ 97,80, y puestos en Uruguay, inclusive 
pagando el IMESTI unos socios acaban de traer algunos, valen US$ 230. Una salida con un "caddie" cuesta 
$ 550. El "caddie" va a ir desapareciendo en el mundo, y solo va a quedar un número pequeño para 
determinada gente que le gusta y lo paga. 


Lamentamos esta exposición un poquito densa, pero quería exponer todos los elementos. Estamos abiertos a 
las preguntas. 


SEÑORA PASSADA.- Leí atentamente la versión taquigráfica de las sesiones a las que concurrieron 
los "caddies" y la DINATRA. Allí pude apreciar que antes del conflicto, antes de julio, hubo un corte 
en las negociaciones. O sea que no fue producto del piquete, que es la modalidad que se dieron los 
trabajadores en su movilización, que se puede compartir o no, más allá de que ha significado una 
actitud compleja en el relacionamiento con la patronal. 


Entiendo la evolución también lo explicaron los "caddies" y que con el tiempo esta figura va a ir 
desapareciendo por la incorporación de nueva tecnología y por el reclamo de los jugadores, pero aquí hay 
trabajadores que están cumpliendo la función y mantienen un relacionamiento con el Club de Golf desde 
hace mucho más de diez años. Me sorprende por lo menos llama poderosamente la atención el reglamento de 
los "caddies" dentro de la institución. No creo que sea una simple changa la que estaban realizando. El 


artículo 4” establece que durante el primer mes el aspirante que haya desempeñado funciones de "caddie" y 
cumplido el período de prueba deberá haber demostrar conocer las normas, funciones y reglamentos 
previstos en ese articulado. También se habla de las categorías y de las tareas que tienen que realizar, como 
reponer el césped, reparar los piques o rastrillar los búnkers. Se menciona que en su tiempo libre podían jugar 
al frontón, siempre que no hubiera socios esperando, y que quienes estuviesen autorizados a trabajar todos los 
días, de lunes a viernes salvo días feriados; quiere decir que se cuenta el día feriado recibirían desayuno y 
almuerzo, etcétera. Es decir que hay una relación laboral con horario. Esto es lo que se desprende del 
reglamento, que oportunamente fuera presentado ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


En el Club de Golf hay una relación con el trabajador que me consta que data de 1997 y que, hasta el día en 
que no fueron retomados en esta nueva forma de contrato, figuraba como "caddy". Hay una situación de 
regularización de condiciones de trabajo, más allá del perfil. Por algo en esta Comisión modificamos el 
artículo 29 sobre las prescripciones, porque sabíamos que había situaciones complejas a nivel de las distintas 
empresas. 


Me surgen estas dudas, independientemente de la resolución que tome el Directorio o los integrantes del Club 
de Golf. Advierto cómo se ha quebrado la relación con los "caddies" por las manifestaciones que ustedes 
realizaron. Por lo menos, me gustaría que se aclararan estos puntos. 


Además, sé que el Banco de Previsión Social tomó estos elementos para marcar el relacionamiento laboral 
que había con los trabajadores. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Supongo que todas las preguntas van a rondar en el mismo entorno, 
porque parecería que la discusión está focalizada en un eje bastante nítido. 


No pude estar presente el día en que compareció el sindicato por razones vinculadas a la agenda 
parlamentaria, pero quisiera ver si colaboro a los efectos de centrar el análisis y que eso nos pueda resultar de 
provecho a todos. Lo que menciona la señora Diputada Passada es de recibo en el sentido de que hace 
referencia a un elemento que hay que considerar, que es ese reglamento que regía esta actividad. Pero la regía 
estoy razonando en voz alta cuando aún no describía la situación de trabajadores dependientes. En todo caso, 
regulaba una actividad. Eso pudo haber servido de fundamento para que se iniciara un proceso a los efectos 
de regularizar la condición de estos trabajadores o para reconocerles la condición de trabajadores 
dependientes y, por lo tanto, integrantes de una relación de derecho laboral común, por decirlo de alguna 
manera. 


Presumo que, entonces, es a partir del momento en que se constata esa situación o la reconocen los poderes 
públicos, ya sea el Banco de Previsión Social en lo que se refiere a las contribuciones a la seguridad social o 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en lo que se refiere a las condiciones de trabajo en general que se 
empiezan a generar efectos desde el punto de vista del derecho laboral hacia el futuro. Lo que razono en parte 
lo afirmo pero en parte lo pregunto, para conocer la versión de los representantes de la institución. 


Concretamente, ¿aquí se reclama la retroactividad o en todo caso el pago de todos los beneficios como si ese 
reconocimiento no se hubiera hecho en el momento en que efectivamente aconteció sino en algún momento 
anterior, eventualmente cuando la vinculación entre estos ahora devenidos trabajadores dependientes se 
vincularon al Club de Golf? Pregunto esto a los efectos de entender bien dónde se centra el análisis de la 
cuestión. Me parece que, desde este punto de vista, la retroactividad en materia del derecho laboral no es tal, 
salvo que eventualmente se pacte o se negocie. Por lo que aquí se ha dicho quisiera que se ratificara o se 
precisara el alcance de los términos, nunca estuvo planteada en la mesa de la negociación. Cuando se 
reclamó, se propuso o se inició un proceso de regularización o de definición de una nueva condición, en este 
caso como trabajadores dependientes, ¿se negoció alguna forma de retroactividad? ¿Se reclamó por parte del 
sindicato y eventualmente el sector patronal aceptó negociar algún tipo de retroactividad? 


SEÑOR DELGADO.- Es verdad que en materia de conflictos se da mucho aquello de que "parece que 
nada se arregla hasta que en un momento se arregla", y todo termina fruto de una negociación. Como 
uno tiene una visión biológica del derecho laboral, aprendió que nada es ajeno a una negociación; 
ninguna de las variables es ajena cuando se pone arriba de una mesa de negociación. 


Da la impresión de que la última reunión convocada por la DINATRA en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social volvió a fojas cero algún intento de mediación. A raíz de la reunión que tuvieron la semana 
pasada, me gustaría saber si se previeron nuevas entrevistas. Hablo del Ministerio porque es el actor natural 
de mediación, más allá de las gestiones que pueda hacer la Comisión y de habilitar la recepción de 
inquietudes para encontrar una solución. Esta Comisión no sustituye al Ministerio sino que aporta posibles 
soluciones. 


Nos gustaría saber cuáles son los compromisos que ha asumido el Ministerio en el sentido de convocatoria, 
ámbito de negociación o de mediación, y si se incluyó la negociación de FUECI en el Consejo de Salarios, si 
lo maneja por fuera o si va a crear un ámbito específico. Queremos saber cuál es el panorama. Planteo esto 
porque generalmente se citan a las dos partes en pugna y después se dialoga con el Ministerio para ver si 
podemos buscar una solución entre todos. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Quizás no fui interpretado correctamente por la señora Diputada Passada. 
Pretendí expresar que no es con el decreto que se produce el corte, sino que a raíz del decreto hay un 
cambio de actitud y se dice: "Esta parte está consolidada; ahora vamos a incentivarnos por el otro 
lado". 


El decreto es una solución aceptada y querida por nosotros. El efecto que tuvo fue marcar un mojón en el 
tiempo; nada más. No influyó en el conflicto. Eso fue lo que pretendí decir. Al revés: lo tomo como un hecho 
positivo y no como un hecho negativo. 


También quiero decir que no hay relación de dependencia. Eso fue reconocido por la Justicia en las 
sentencias de amparo. Inclusive, el decreto del Poder Ejecutivo no se pronunció sobre la dependencia y 
establece que puede ser realizado en forma de dependencia o de independencia. 


Con relación a la antigitedad, aquí se hablaba de diez años. Pueden ser diez años o más, lo que no quiere 
decir que sean continuos y trabajados. Para ellos fue a pesar de que hay algunos que han permanecido 
siempre como tales una fuente de recursos adicionales, pero aspiraban a tener otro tipo de labor. Esta era solo 
una forma de obtener ingresos. 


En el año 1998 el Club tenía aproximadamente 120 "caddies". Los que vienen de lunes a viernes se 
diferencian mucho de los que vienen los fines de semana. De repente, de lunes a viernes venían 30 o 40 y los 
fines de semana venían 80. Estos son datos del año 1998, que fue cuando se hizo el último Campeonato 
Sudamericano de Golf en Montevideo. Este año se hace en Punta del Este. En esa oportunidad se necesitaron 
120 "caddies" y eran los que había. Cuando comenzó este conflicto había menos de 60. 


Por otra parte, el reglamento de la actividad de los "caddies" es algo que necesariamente se tuvo que hacer. Si 
se lo analiza, lo que se busca cuando se hace referencia a las categorías es la propia naturaleza del trabajo del 
"caddie", y voy a explicar la razón. No son categorías laborales. Los aspirantes a "caddies generalmente son 
muchachos que los llevan los padres, y no conocen los detalles de la actividad. Entonces, durante el primer 
mes se los pone como aspirantes. Quizás la realidad es diferente a lo que dice la letra. Se les enseña la 
actividad, aunque igual perciben dinero. 


Históricamente se habla de tres categorías de "caddies": primera, segunda y tercera, lo cual para ellos era un 
orgullo. La tercera categoría corresponde a los principiantes, a quienes se les pagaba menos. Luego estaba la 
segunda y la primera. Cuando ya tenían varios años, cobraban diferente. Inclusive, también había una tarifa. 
Esto lo aporto yo y puede ser un elemento para establecer lo que se nos ha dicho toda la vida la relación de 
dependencia. La verdad es que la tarifa era un precio mínimo sugerido para evitar los abusos, sobre todo 
cuando venía gente a jugar de otros lados. Esto sucede en todas las canchas del mundo; no lo inventamos 
nosotros. Las tarifas para los "caddies" existen en todo el mundo. No es que el Club fijara la retribución. La 
tarifa era la mínima. Por ejemplo, cuando la tarifa era de $ 280, nosotros les pagábamos $ 450 por los 18 
hoyos. Es algo que ocurre en todo el mundo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Cuando dice "nosotros", ¿a quiénes se refiere? 


SEÑOR ETCHEVERRY.- A los jugadores uruguayos. No me refiero al Club. Siempre pagamos los 
jugadores. 


En cuanto a la alimentación, no es que se les fijara un horario. Dentro de su acción, el Club tiene una obra 
social que se llama el Hoyo 20 por la cual, desde los años ochenta, ante la situación que se veía en los 
"caddies" gente de lugares muy humildes, que venían sin alimentación, instituyó una forma de alimentarlos. 
Pero, como todas las cosas, al no tener un ordenamiento degeneró en que, por ejemplo, llegaba alguien a las 
tres de la tarde que quería comer, etcétera. Antes esa obra social la llevaba adelante una comisión de damas, a 
la antigua, y no funcionaba, pero hoy en día está manejada por una asistente social titulada, se profesionalizó 
y entonces se establece que tienen que ir antes de las once de la mañana para que el cocinero sepa cuántos 
van a comer. No es lo mismo 42 o 60 personas que 15. No es para establecer un horario, porque la persona 
venía antes de las once, comía y se podía ir para su casa sin trabajar. Nunca tuvieron obligación de trabajar. 
Podían ir, comer o tomar una merienda, que a veces se les da, y no trabajar. El reglamento fue para ordenar. 


Quiero decir que ese reglamento, además, trataba de establecer un orden disciplinario interno en personas 
que, por su condición social, por su actividad, etcétera, no son proclives a acatar normas ni ordenamientos de 
trabajo. Entonces, había que ordenarlos un poco para que la cosa funcionara. 


SEÑOR BONSIGNORE.- Es verdad que había un régimen de sanciones, pero estas más que nada se 
aplicaban cuando llegaban en estado de ebriedad, etcétera. Nunca se sancionó por el desempeño en la 
tarea. Es un detalle, pero es muy importante desde el punto de vista cualitativo. Simplemente quería 
aclarar que era ese aspecto el que se estaba penalizando. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Otro tema que la señora Diputada Passada mencionó, y es cierto, es el 
relativo a la constancia de trabajo. En los años ochenta, los "caddies', por los lugares donde residían, 
empezaron a pedirnos que acreditáramos que trabajaban y dónde. Y se les otorgó esas constancias. 
Pero si se las lee, no dicen que son funcionarios del Club de Golf. Allí se dice que están autorizados a 
trabajar como "caddies" en la sede del Club de Golf. También hay otras identificaciones especiales que 
se expedían en oportunidad de los campeonatos sudamericanos para saber quién asistía, ya que venían 
"caddies” de otros clubes y se querían meter. Esto sucede porque en los campeonatos sudamericanos la 
tarifa es completamente diferente, es fija, en dólares y la paga la Federación. También las propinas son 
distintas; todo es distinto. Es un momento de zafra, y entonces había mucho conflicto. Ninguna de estas 
autorizaciones es un carné de trabajo sino constancias. En una época ellos las necesitaban para 
circular porque por la forma en que estaban vestidos se los detenía. Si ustedes las ven, allí figura que 
ellos están autorizados a trabajar como "caddies”. Reitero que no tienen obligación de asistencia ni de 
horario. 


Con relación a la retroactividad, jamás dentro de las negociaciones el Club la reconoció ni la ofreció. Fue 
algo que ellos plantearon marcando un hito temporal a partir del decreto, un mes antes o en las mismas 
negociaciones. Como decía la señora Diputada Passada, en las negociaciones comienza a incluirse ese tema, 
pero no eran las reivindicaciones originales. Ahí es donde el Club dice: "Un momento: para adelante estamos 
todos de acuerdo; para atrás no les debemos nada". Y ese fue un motivo de ruptura. 


En lo que refiere al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a los compromisos, a las convocatorias, 
tenemos que ser muy claros y decir que siempre hemos recibido de esa Cartera una atención al tema. Fuimos 
recibidos por el Subsecretario, doctor Bruni, y ya no cuento las veces que hemos hablado con el Director 
Nacional de Trabajo. 


La doctora también ha tenido un contacto con el BPS. Nosotros quisimos institucionalizar el conflicto dentro 
de la sede del Ministerio y este siempre ha llevado la voz cantante y ha acompañado todas las negociaciones. 


Reitero que después de la reunión del pasado viernes, de las reuniones realizadas los días lunes y martes, de 
la propuesta económica, viene un tiempo de definiciones. A esta altura, el conflicto se ha agravado tanto que 
todo está muy dividido; es decir, se va por una solución económica o ellos van a tener que hacer la demanda 
judicial que nunca han establecido. Cuando nosotros decimos: "Bueno, si te debemos todo eso, hacé la 
demanda judicial", se nos contesta: "No, porque demoro tres años en tener un resultado". Entonces, yo no 
estoy de acuerdo en lo que debo, le digo que recurra a la Justicia y que esta decida y se nos responde que no 
la reconocen. Hay dos fallos de amparo, pero no reconocen los fallos de la Justicia porque la ley dice que es 
de pleno derecho. Es muy difícil esta situación, ya que nosotros proponemos ponernos en manos de la 
Justicia y se responde que no tienen tiempo para ello. Entiendo lo que me dicen; no me hago el tonto; 
comprendo humanamente la situación pero esto no es una empresa en la que los directivos hacen lo que 


quieren con el futuro de los recursos; esta es una asociación civil sin fines de lucro que tiene 180 funcionarios 
permanentes, que están mirando qué hacemos nosotros, que nos demandan, que plantean: "¿Qué dinero están 
dando ustedes? ¿Cómo es la cosa? A estos señores les van a dar dinero, ¿y a mí, que hace 22 años que trabajo 
acá y tengo un sueldo?". Es decir, los funcionarios permanentes del Club demandan. El Club tiene en su 
nómina 180 funcionarios que son el personal de cancha, profesores de educación física, profesores de golf, 
profesores de tenis, empleados administrativos, sector gastronómico. La gente está mirando qué hacemos 
nosotros. Por tanto, el tema de hacer también una propuesta económica no es tan sencillo. 


SEÑOR BONSIGNORE.- Este tema es de muy difícil solución; conceptualmente es difícil, el BPS se 
tomó siete años para resolver si eran dependientes o no. Si fuera más sencillo se habría resuelto de una. 
Todos esos elementos que se mencionó juegan en un sentido pero hay muchos otros en otro sentido. Es 
un tema complejo. En este momento estamos discutiendo una solución gremial pero hay una pata del 
problema que son los aportes hacia atrás. La preocupación de los "caddies" es legítima, porque hoy 
día se encuentran en una situación en la que no pueden seguir trabajando mucho tiempo más y 
tampoco pueden jubilarse. También sentimos que es legítimo que el Poder Ejecutivo se haya 
preocupado por fijar una norma y que a partir de cierto momento esa gente esté regularizada y puedan 
tener un futuro, cobertura médica, como tienen hoy los quince "caddies' que están trabajando con 
nosotros. Lo deseable es que el problema se solucione, pero hay una solución para atrás y, en este 
sentido, nos vendría muy bien una ayuda de parte de esta Comisión. Si de este conflicto logramos 
despejar el tema del BPS, es decir, dar a los "caddies" la tranquilidad de que ellos pueden tener un 
retiro, una jubilación, el problema se soluciona mucho más fácilmente porque los otros aspectos 
nosotros podemos manejarlos. 


Nos consta que el señor Murro, Presidente del BPS ha demostrado muy buena voluntad y ha buscado 
soluciones, pero hay algunas que a veces son difíciles. Él ha mencionado la posibilidad de establecer un 
sistema que regule los aportes desde abril de 2007 hacia atrás. No es muy prolija una solución que se aplique 
retroactivamente, porque el decreto establece una fecha a partir de la cual se gravará de cierta manera. 
¿Vamos a pagar para atrás? ¿Quién va a pagar? ¿El Club? Este está exonerado de pagar aportes, según lo 
establecido por el artículo 69 de la Constitución. En la prensa hay una declaración del señor Ferrari en las que 
se habla de las aportaciones en negro esto figura en la documentación que vamos a dejar a la Comisión y se 
dice que según el TCA el trabajador paga la cuota parte de sus aportes, que el patrón no debe pagar otra vez. 


Se trata de una situación complejísima que requiere de una intervención parlamentaria que diga "la situación 
se va a resolver de tal manera". No veo otra solución. Podemos tener toda la buena voluntad, y la tenemos, 
podemos colaborar para que los "caddies" se jubilen de mejor manera esto también lo hemos planteado pero 
se está encareciendo mucho. Hay otro problema adicional: si el Club accede a esta solución dice: "Bueno, 
vamos a aportar nosotros", estaría reconociendo tácitamente la dependencia, ante lo cual si no todos los 
"caddies" adhieren a ese convenio, estamos abiertos a que todos nos demanden por haberes anteriores, lo cual 
es ilegítimo. Si no se logra un acuerdo de todos, no se podría jubilar ninguno. 


Insisto en que esta es una situación tremendamente compleja y la ayuda sería fundamental; me parece que en 
este punto deberían ayudarnos. Repito, si despejamos este punto, los otros los vamos a arreglar, además creo 
que estamos muy cerca de ello. 


Simplemente, quería hacer este pedido. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Voy a ser muy breve ya que la Comisión debe recibir otra delegación y 
porque debemos retirarnos para cumplir con otra actividad. No he formulado preguntas porque de 
manera informal he tomado conocimiento acerca de la situación del Club de Golf y estoy al tanto de los 
temas que se han señalado, e inclusive de algunas cosas más que han estado encima de la mesa, pero 
quise intervenir por lo que se ha expresado ahora. 


Yo todavía la veo un poco verde para que se arregle el problema; los conflictos tienen un punto de caramelo, 
y todavía la veo un poco verde, pero esta Comisión algunas cosas sí puede hacer. Una de ellas es legislar con 
relación al reconocimiento de los derechos de los trabajadores. No es razonable pensar que se vayan a hacer 
aportes retroactivos por parte del Club por todos esos años anteriores pero, quizás, la Comisión sí puede 
reconocer la realidad de que son trabajadores dependientes o no, más allá de que hayan recibido en su paga el 


aporte que realizó el propio socio o el Club o quien sea; más allá de la situación jurídica, recibieron 
retribuciones por las que no se hicieron aportes. Entonces, nosotros, en consulta con el BPS esto lo dejo 
planteado a la Comisión; estoy seguro de que está dispuesta a considerarlo, deberíamos hacer el 
reconocimiento de los derechos de los trabajadores a través de alguna norma con carácter general. Con esto 
estaríamos aportando bastante desde aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy totalmente de acuerdo, pero creo que hay un impedimento, que es la 
fecha 25 de octubre, porque esto generaría un gasto que no está previsto. Por lo tanto, esta solución 
quedará para la próxima Legislatura. Puedo estar equivocado, pero habría que estudiar esto. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Habría que estudiarlo jurídicamente. Si fuere así, me atrevo a decir 
que el énfasis deberá ser mayor ya que en la próxima Legislatura este problema habrá ido avanzando y 
habrá más preocupación por parte de los legisladores. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Les quería informar que jubilables hoy hay solo siete; se trata de personas 
que no tienen la edad para jubilares o sea que el reconocimiento hacia atrás es a los efectos de 
acumular años, la historia laboral. Reitero, jubilables son siete y algunos tienen las aportaciones hechas 
por otras actividades, incluso hay algunos que están recibiendo subsidios del Poder Ejecutivo, como 
dice el acta. O sea que en el caso de esos siete, no sería tan gravoso. 


SEÑOR POZZI.- Cuando ustedes dicen que es una solución económica, se refieren a lo del pasado o a 
qué tipo de solución. Sabemos que el futuro está arreglado, están todos de acuerdo. Ahora el problema 
es el pasado. 


Pero cuando se refieren a una solución económica quisiera saber de qué se trata. Yo creo que, si podemos, 
tenemos que ayudar, pero si son normas de previsión social tengo dudas de que podamos encararlas nosotros. 
En todo caso, hay que ponerse de acuerdo para que nos manden la ley, porque no tenemos potestad de hacer 
eso. Se puede hacer una minuta de comunicación, se puede conversar con el Banco de Previsión Social, 
quizás estén trabajando en esto, y si mandan la ley podemos sacarla rápido. 


Cuando se refirió a la solución económica dijo que no sería "con ellos adentro" o algo por el estilo. ¿Qué 
significa eso? No me quedó claro. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- La propuesta efectuada el día de ayer implica una partida de dinero de un 
millón ochocientos mil pesos que nosotros aportaríamos y luego ellos lo distribuirían como deseen. Lo 
que queremos es que el acuerdo sea firmado por los cuarenta y dos reclamantes. En lo que refiere a 
cómo distribuirán el dinero, es un tema en el cual no nos vamos a meter. 


Esa oferta económica implica que no reingresarían a trabajar; significaría una desvinculación, la doctora me 
acota que es una compensación. Llámenle como quieran, nosotros ponemos un millón ochocientos mil pesos. 
También digo que esa propuesta contempla considerar el tema de la historia laboral, pero con una serie de 
condicionantes. No es tan lisa y llana como la otra vez. Estamos de acuerdo en buscarle la solución en la 
medida en que el Banco de Previsión Social saque la norma que permita facilidades por diez años, sin 
recargos ni intereses. Esto lo propuso Murro, no lo pedimos nosotros, es parte de la actitud que ha adoptado 
el BPS frente a eso. Esas aportaciones para que los años sean reconocidos deben ser por los jornales reales 
trabajados o por el mínimo necesario para computar años y por un ficto que sabemos que el BPS está 
estableciendo que sea el salario mínimo nacional. Se tomaría como ingreso el salario mínimo nacional, 
computando veinticinco jornales o doscientas horas de trabajo con lo cual se haría un prorrateo si trabajó tres 
jornales en el mes. También está sobre la mesa ese tema. 


Tenemos un grave problema; en el año 1998 había ciento veinte "caddies". Si nosotros pagamos 
genéricamente, van a venir sesenta o setenta "caddies" a que les reconozcamos los años. 


SEÑOR POZZI.- La solución que ustedes proponen siempre es general, todos juntos o nada. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Esa es la idea. 


Ellos nos plantean por escrito que hay catorce que no se han adherido al conflicto, entonces no los defienden 
más, que hay veintiuno que están, que siete son jubilables, y nosotros les decimos que la solución tiene que 
ser integral. La idea es hacer firmar un acuerdo ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social homologado 
por la Dirección Nacional de Trabajo que contemple a todos los reclamantes porque la acción de amparo la 
firmaron todos, así como la citación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Porque hayan decidido que 
catorce de los firmantes ahora no merecen el respaldo de ellos no es válido, porque entonces tengo catorce 
juicios. 


SEÑOR POZZI.- ¿Qué sucede con los catorce que firmaron el contrato con ustedes? 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Esos catorce que en realidad son quince están por fuera, regularizaron su 
situación, están trabajando y no hay problema. 


SEÑOR POZZI.- Y si alguno de los cuarenta y dos "caddies" que están fuera quisieran firmar el 
contrato, al igual que los que están adentro, ¿sería posible? 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Después de los hechos sucedidos, hoy no. Alguna vez la Dirección Nacional 
de Trabajo nos lo planteó, pero dijimos que no. No ayudamos al conflicto si decimos fulano sí y 
mengano no. Creo que sería un error de nuestra parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho vuestra presencia, que creo ha servido mucho para 
esclarecer la situación. La versión taquigráfica será enviada al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, al PP-CNT, al Ministerio de Educación y Cultura, al Ministerio de Turismo y Deporte, a la 
Intendencia Municipal de Montevideo, a la Junta Departamental de Montevideo, al Banco de Previsión 
Social y, por supuesto, a ustedes. 


SEÑOR ETCHEVERRY.- Les agradecemos que nos hayan recibido y estamos a su disposición. No 
duden en llamarnos formal o informalmente las veces que quieran. Estamos dispuestos a venir, en 
forma individual o colectiva, para despejar las dudas que tengan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación del Club de Golf del Uruguay) 
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(Ingresan a Sala autoridades de la Dirección General de Servicios Ganaderos del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de la Inspección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a las autoridades de 
la Dirección General de Servicios Ganaderos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y de la 
Inspección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se encuentran presentes 
el doctor José Gallero de la Dirección General de Servicios Ganaderos, el doctor Héctor Lazaneo, 


7 Director de la División de 
Industria Animal, el doctor 
Ignacio Pereyra, Supervisor 
zonal de Departamento 
Establecimiento de Faena de la 
División de Industria Animal, la 
doctora María Cristina 
Demarco, Subinspectora 
General de Trabajo y la técnica 
prevencionista María Narducci, 
Inspectora General de Trabajo. 


El motivo de la convocatoria es 
una serie de denuncias que han 
realizado los trabajadores del 
Frigorífico Durazno con respecto 
a persecución sindical y no 
respeto de la normativa, y con 
relación a algunas situaciones 
vinculadas a la calidad de la carne 
les que se ha procesado en ese 
frigorífico, referidas 
concretamente a casos de 
salmonela y a la devolución por 
parte de Rusia de un contenedor 
con carne. Estoy diciendo lo que 
se desprende de la versión 
taquigráfica, no estoy haciendo 
ningún tipo de afirmación. 


Frente a estas graves denuncias, la 
Comisión decidió no hacer 
pública a través de la página Web 
la versión taquigráfica de esa 
reunión porque entendíamos que 
podía afectar la imagen de nuestro 
país con respecto a la calidad de 
su carne. 


La metodología de trabajo de la 
Comisión es enviar la versión taquigráfica a los organismos involucrados para que puedan dar su versión con 
respecto a esas denuncias. Además, quiero decir que ayer recibimos al dueño del establecimiento que brindó 
una versión absolutamente contrapuesta a la del gremio. 


SEÑOR GALLERO.- Vengo acompañado por el doctor Héctor Lazaneo que es el Director de la 
División de Industria Animal y por el doctor Ignacio Pereyra que es el Supervisor zonal en la región 
donde se encuentra el frigorífico que se mencionó. 


En primer lugar, quiero excusar al doctor Muzio que no pudo estar presente porque tiene un compromiso con 
el Secretariado Uruguayo de la Lana en la ciudad de Dolores. Es una jornada muy importante para el sector 
dadas las avanzadas negociaciones que se están llevando a cabo para el ingreso de carne ovina con y sin 
hueso a distintos mercados. Por lo tanto, nos encomendó la tarea de estar aquí con los dos colegas. 


En segundo término, agradezco la invitación. Para nosotros es muy importante poder participar de estas 
instancias y brindar toda la información en forma presencial y con los documentos que sean pertinentes. 


Debido a que contamos con poco tiempo, no voy a realizar una pequeña introducción sobre los servicios 
ganaderos que tenía prevista. 


ln De todos modos, quiero 
mencionar que nosotros 
rutinariamente somos auditados 
por los servicios oficiales de los 
países compradores. Tenemos un 
número importante de mercados, 
tanto para nuestros productos 
cárnicos, como lácteos. Servicios 
de Estados Unidos, la Unión 
Europea, México, Rusia, Cuba, 
Israel, Chile y Venezuela vienen 
periódicamente a auditar las 
actividades, no solamente de las 
plantas procesadoras, sino 
también de los establecimientos 
criadores, de nuestro laboratorio 
de diagnóstico y de nuestro 
sistema de identificación y 
registro animal, y en los últimos 
años, a pesar de estar procesando 
7 una serie de cambios en las 
estructuras de los servicios 
ganaderos en cuanto a recursos 
humanos e incorporación de 
nuevas tecnologías, hemos tenido 
éxito en todas estas inspecciones. 
A modo de ejemplo voy a 
nombrar dos. Una fue la misión 
PVS de la OTE que se hizo el año 
pasado y en su informe final 
considera que los servicios 
ganaderos de Uruguay son de una 
muy buena calidad, 
independientemente de las 
recomendaciones que hace para 
su mejor funcionamiento. El otro 
ejemplo tiene que ver con que la 
Unión Europea este año nos 
eximió de su visita anual de 
auditorías por considerar que los 
resultados obtenidos en los últimos tres años han sido más que satisfactorios y han marcado una evolución 
muy importante y, por lo tanto, figuramos para el programa de auditorías del año que viene. 


SEÑORA PASSADA.- Quiero manifestar que como nos atrasamos con la delegación anterior y por 
tener compromisos fijados con anterioridad, voy a tener que retirarme y luego leeré la versión 
taquigráfica. 


De cualquier manera, quiero destacar algunos elementos que me parecen importantes. En primer lugar, 
subrayo la seriedad, preocupación y discreción con que la Comisión en pleno tomó este tema. Me interesa 
fundamentalmente que se tenga presente el manejo que hicimos del tema todos los Representantes que 
estamos aquí. Sabemos que para cualquiera pueden ser presunciones, pero pueden hacer daños más 
irreparables de lo que se pueda pensar. Por eso nosotros, acompañados por los colegas del Partido Nacional y 
del Partido Colorado, escuchamos las denuncias, que quedaron fuera de la versión taquigráfica. 


En segundo término, quiero señalar que estamos frente a un problema con un empresario que no es nuevo 
para esta Comisión. Desde el punto de vista laboral lo venimos siguiendo porque las denuncias se presentan y 


mn a veces se corrigen y otras no. 
Digamos que hay un problema de 
relacionamiento con el señor 
empresario. Pero, también se 
denunciaron situaciones que no 
son inherentes a la relación 
laboral empresa-trabajador. 


Por eso estamos preocupados y 
queremos que sepan que estamos 
dispuestos a ayudar en lo que se 
pueda. Sabemos que es una 
realidad bastante compleja por la 
actitud que asume la empresa, ya 
que genera una situación de 
relación que en lo interno es muy 
difícil de sobrellevar. 


SEÑOR LAZANEO.- Estamos 

muy conformes con las palabras 
de la señora Diputada. Creo que el tema de la discreción en el manejo de estas situaciones es muy 
importante, porque más allá de los problemas puntuales que puedan darse en distintas empresas, está 
en juego el país. 


Haciendo referencia a algún comentario realizado por el doctor Gallero, quiero decir que nosotros siempre 
estamos siendo auditados, y más allá de eso, se realiza un control permanente de nuestras exportaciones. En 
base a eso, quería informar someramente de qué se trata el sistema de Inspección Veterinaria Oficial de 
carnes del Uruguay. Voy a dejar en claro, en forma general, qué responsabilidades nos competen, y luego el 
doctor Pereyra se referirá a los aspectos más puntuales de la situación en este establecimiento. 


Por supuesto, la gestión que le corresponde desarrollar al Servicio Oficial de Inspección de carnes, 
representado por la División de Industria Animal dentro de los Servicios Ganaderos, es la de garantizar la 
inocuidad de la carne y de distintos productos, fundamentalmente, como defensa de la salud del consumidor. 
Esto, por supuesto, es una explicación muy resumida de lo que hacemos, porque no es del caso extendernos 
en ello. De todos modos, queremos dejar en claro que nuestro principal objetivo es la salud del consumidor, 
tanto a nivel nacional, como internacional. En consecuencia, desarrollamos una serie de actividades y 
controles que, de alguna manera, están establecidos en distintas normativas. Esto comienza con la Ley 

N? 3.606 que es la ley fundamental de los Servicios, que a través de los años fue derivando en determinados 
Decretos reglamentarios. Uno de ellos es el reglamento oficial de la inspección veterinaria de productos de 
origen animal, que es el Decreto 369/983 del 7 de octubre de 1983. Como dije, este es el reglamento oficial 
que nosotros utilizamos como norma central para nuestra gestión que, a su vez, está reconocido 
internacionalmente y forma parte de los documentos que se tienen en cuenta en todos los mercados que nos 
compran, algunos de los cuales fueron mencionados por el doctor Gallero. Quiero destacar que algunos de 
esos mercados como la Unión Europea y Estados Unidos, a su vez, conforman mercados de referencia 
internacional. ¿Qué significa eso? Que ese reconocimiento que hemos recibido de parte de ellos no solo nos 
sirve para la venta directa de nuestros productos a esos mercados, sino también a otros, que también toman en 
cuenta ese reconocimiento para las habilitaciones; nosotros también hacemos a la inversa con las 
importaciones. Eso es muy importante, porque esta normativa, reitero, integra la documentación que está 
reconocida en distintos acuerdos, denominados "Acuerdos de Equivalencia", que es lo que permite el 
reconocimiento de Uruguay como exportador de carnes. 


Dentro de ese reconocimiento de equivalencia, sin duda, hay aspectos que refieren a la forma en que Uruguay 
procede para hacer los controles y las certificaciones. Sin duda, cuando se desarrolla la gestión de esta 
organización, se deben tener en cuenta distintos aspectos relativos, por ejemplo, a la habilitación de la planta, 
a los controles de procesos y productos y a su trazabilidad. Todo esto debe estar respaldado con documentos 
en los que, por un lado, se van registrando los resultados de los controles y, por otro, se forma la base para, 
finalmente, emitir el certificado sanitario internacional, que es el que está acordado con los mercados y 


acompaña cada embarque; cada contenedor de carne que sale del país va acompañado por el certificado 
sanitario internacional acordado para el mercado de destino. 


Ese documento, como dije, está reconocido y aceptado. Por ello, es una práctica rutinaria que se lleven a cabo 
los controles y las emisiones, salvo que se suscite algún tipo de problema que pueda generar un eventual 
reclamo o solicitud de investigación por parte de nuestros Servicios. ¿Y esto por qué? Porque este es el otro 
criterio que es importante tener en cuenta esta organización actúa como organismo de contraparte para otras 
similares en el país de destino. Utilizando las denominaciones que nosotros intercambiamos 
internacionalmente, hablamos de autoridades competentes. En este caso, esta División es la autoridad 
competente en los aspectos que he mencionado. Entonces, se delega en nosotros la responsabilidad de esos 
controles, de la emisión del certificado, pero en el caso de mercados como la Unión Europea, Estados Unidos 
y, fundamentalmente, Canadá, tenemos los que se denominan "acuerdos de prelistado". ¿Qué significa esto? 
Cuando Uruguay determina la habilitación de plantas para exportar lo hace con un mecanismo de control 
interno. Por supuesto, las plantas deben estar habilitadas, contar con determinados aspectos mínimos, 
estructurales y operativos y, por encima de ellos según las exigencias cada vez mayores que están teniendo 
distintos mercados, disponer de sistemas de autocontrol, que nosotros denominamos "gestión de inocuidad 
dentro de la planta", que establecen la garantía de inocuidad del producto, que es apto para el consumo 
humano y, finalmente, que no va a dañar la salud de quien lo vaya a consumir que, como dije al inicio, es 
nuestro objetivo principal. 


Entonces, algunos de los mercados a los que enviamos la solicitud de habilitación de planta, vienen a hacer 
una inspección y habilitan la planta o refrendan nuestra habilitación. Pero hay otros mercados casualmente 
para Uruguay los más importantes, como la Unión Europea, Estados Unidos y Canadá, que delegan en 
nosotros la habilitación de la planta. Por supuesto, nosotros hacemos la evaluación correspondiente y 
determinamos si la planta cumple con las condiciones o requisitos reglamentarios de esos mercados. Luego 
de ellos, realizamos la gestión para que se la incluya como planta habilitada, lo que se realiza directamente. 
Es claro que nuestros servicios son responsables de gestionar correctamente esas habilitaciones pero, de 
todos modos, se realiza una auditoría en la que se hace una evaluación de nuestro proceder con respecto a la 
habilitación. No quiere decir que no exista confianza sin duda, está dada, pero es lógico que se haga esa 
evaluación y con ello se avale la decisión tomada. Hasta ahora Uruguay, en su gestión de habilitación, ha 
tenido resultados positivos. Esto me interesa destacarlo porque es parte de lo que conforma todo ese 
andamiaje que fortalece la confianza en Uruguay como exportador de carne y, particularmente, en nuestros 
Servicios Oficiales, como garantes de esas exportaciones. Entonces, esa actividad de control se desarrolla a 
través de distintas normativas. Hablaba del Reglamento como instrumento central, pero hay otro tipo de 
resoluciones como normas y reglamentos técnicos, circulares, órdenes de servicio, etcétera. En fin, el 
andamiaje de normativas que apoya todo esto y que son auditadas y reconocidas como parte de los elementos 
que conforman normativa y documentalmente las garantías que Uruguay da como exportador. 


A eso se agrega la gestión de control de la Inspección Veterinaria, dentro del criterio que se denomina la 
gestión del riesgo, tanto a nivel de planta como de los distintos lugares de control donde tenemos 
responsabilidad. Por supuesto, no voy a abundar en detalles sobre esto porque no es del caso hacerlo estamos 
a las órdenes si alguien está interesado en avanzar, pero sí quiero decir que tenemos servicios asignados en 
cada planta habilitada y fundamentalmente en aquellas habilitadas para exportar a mercados que 
denominamos de alta exigencia. 


A su vez, existe un sistema de supervisión de esos servicios y de la propia planta que se realiza por un cuerpo 
de supervisores zonales y, por supuesto, en oficinas centrales, lo que nos corresponde a los que estamos 
dirigiendo, coordinando, planificando y emitiendo las órdenes. Allí hay un todo: las oficinas centrales donde 
se hace esta actividad, la planta en los servicios que llamamos de Inspección Veterinaria Oficial, IVO y el 
supervisor zonal que actúa como elemento de interacción entre las oficinas centrales y los servicios en planta. 
Por supuesto que todo este sistema está reconocido, aceptado y es auditado. 


Les hablaba del prelistado como un ejemplo y de los distintos acuerdos que tenemos con los mercados de la 
Unión Europea y Estados Unidos. Fíjense la importancia que tiene el correcto funcionamiento de esta 
organización que las auditorías que se realizan en nuestro país no necesariamente se desarrollan para que 
estos mercados con los que tenemos Acuerdos de Equivalencia digan si la planta es aceptable o no. Esa es 
nuestra responsabilidad, pero si nuestra gestión no es correcta, lo que puede quedar en tela de juicio y 


eventualmente sufrir la pérdida de habilitación es el sistema y, por ende, el país. Es una situación muy 
importante y delicada y es una enorme responsabilidad que tenemos. 


A esos efectos, desarrollamos esta actividad con profesionales, fundamentalmente profesionales veterinarios, 
e inspectores idóneos, que se denominan ayudantes, que realizan esa tarea a nivel de planta. Luego vienen las 
supervisiones y las auditorías de nivel internacional. Somos muy cuidadosos de que se cumpla en forma 
correcta con los requisitos, en primera instancia de nuestro reglamento, porque este es el mínimo de 
exigencia que establecemos para que una planta funcione. No quiere decir que este reglamento sea de menor 
requerimiento que el reglamento de otros países, pero si las condiciones estructurales y operativas de la 
planta no cumplen por lo menos con este reglamento, la planta no se habilita. Luego sí, en las habilitaciones 
para exportar, existen escalones porque aparecen aspectos de exigencia no quiero usar la palabra mayor 
porque la relevancia y la jerarquía de nuestro reglamento están a un mismo nivel que las de cualquier otro 
reglamento que tienen que ver con requerimientos específicos que deben cumplirse. Por ejemplo, habrán oído 
hablar de que en la exportación para Europa o Estados Unidos, la carne tiene que ir madurada y deshuesada. 
Eso establece la necesidad de contar con determinadas estructuras o locales y también operativas para 
cumplir con esa exigencia que no está en nuestro reglamento porque para nuestro consumo interno este tipo 
de actividad no es necesaria. Pero sí es un requerimiento y se debe cumplir. 


Esos son los aspectos que desarrollamos, intentando dar esa garantía, de forma tal que tanto el producto que 
sale para el consumo interno, para la alimentación de nuestros conciudadanos, como el que sale para la 
exportación tengan todas las garantías de aptitud para el consumo, inocuidad, higiene y sanidad. 


Puede darse la circunstancia de que pueda haber situaciones no aceptables. Pensemos, fundamentalmente, en 
el mercado al que se está exportando y, sobre la base de las referencias que se hacían, puede haber 
devolución de contenedores. A veces esa no aceptabilidad no tiene que ver con lo higiénico, sanitario o 
inocuo. La mayoría de las veces se trata de una problemática más de tipo comercial o documental. Sin 
embargo, pueden darse en algunos casos problemáticas sanitarias como la detección de algún patógeno que 
determinan que la autoridad competente del país importador comunique la circunstancia a la autoridad 
competente de Uruguay y se coordine la devolución del contenedor y la mercadería. En ese caso nosotros 
desarrollamos la investigación para dar una respuesta acerca de qué pasó, qué error se puede haber cometido, 
qué acción se toma y qué medida preventiva se adopta para que no vuelva a ocurrir. Eso está encarado en 
todos estos acuerdos y auditorías que se realizan. 


Por lo tanto, entendemos que Uruguay, la organización oficial, la autoridad competente, brindan todas las 
garantías. Como prueba de eso están todas las auditorías el doctor Gallero hizo referencia a eso en su 
exposición; nosotros llevamos treinta años de auditorías y podemos decir que a medida que pasa el tiempo las 
auditorías tienen exigencias mayores y son más particularizadas. No escapa la problemática de la vaca loca, 
algunos patógenos como la salmonella, difteria, etcétera, que generan una enorme preocupación también en 
el organismo competente de la contraparte porque es responsable de la salud de sus consumidores. 


A nosotros nos preocupa mucho desarrollar programas de control de patógenos, y así lo tenemos establecido. 
Estamos monitoreando las producciones en ese sentido, adoptando las medidas y, si hay algún problema, se 
toman las acciones y se establecen las medidas preventivas. Hasta ahora esto siempre ha sido a satisfacción 
del organismo competente de la contraparte en el país de destino. Esto está dado por el hecho de que Uruguay 
mantiene sus habilitaciones y su reconocimiento como exportador de carne. No quería dejar de dar esta 
explicación para que se comprenda el significado de todo el sistema. Acá el problema no es una planta u otra 
planta, más allá de que puedan darse puntualmente como en estos casos, porque tenemos una obligación en 
todo el sistema. 


Por supuesto que esta organización tiene una gestión muy particular, muy especializada. Inclusive, los 
profesionales que debemos actuar en esto tenemos que alcanzar un grado de especialización muy grande y, 
fundamentalmente, una experiencia adquirida muy importante, algo que lleva a que la edad promedio sea 
alta. De todos modos, se está buscando renovar el personal. Este es un aspecto muy importante a tener en 
cuenta porque estamos empezando a sufrir algún déficit en nuestros Servicios que nos pueden crear 
problemas de futuro en las exportaciones. Se está llevando adelante este ingreso de nuevos funcionarios y los 
queremos hacer interactuar con los más veteranos, quienes ya tenemos experiencia, de forma tal de seguir 
brindando garantías. 


Digo esto porque la complejidad de esta organización lleva a que a veces a quien no está dentro de ella, le 
cueste comprender exactamente el grado de responsabilidad y de seriedad de gestión que debemos llevar a 
cabo. Sabemos que el hombre común deposita la confianza en el producto que sale a la venta, sin tratar de 
entender cómo funciona, porque es bastante complejo. El hecho de trabajar dentro de estas empresas no 
necesariamente permite sobre todo a nivel de los operarios entender de manera exacta cómo funciona el 
sistema y, a veces, se pueden hacer algunas apreciaciones que vimos en la versión taquigráfica que no son 
como se dan en la realidad. De pronto, en ese momento se percibe que hubo una falta de control; no fue así. 
Reitero: esta planta mantiene sus habilitaciones para mercados de alta exigencia y está auditada no solo por 
nosotros sino por los mercados internacionales. 


SEÑOR PEREYRA.- Soy Supervisor Zonal de Faenas, encargado de supervisar una de las plantas 
exportadoras, a la que estamos abocados hoy. 


El Frigorífico Durazno cuenta con la habilitación de la Unión Europea, Estados Unidos, Canadá y Chile. La 
última misión recibida este año fue de Méjico. El país presentó veintidós plantas y quince fueron habilitadas, 
sin observación, entre las cuales está incluida la de Durazno. Hay siete plantas con habilitación pero con 
observaciones. Quiero dejar en claro este escenario porque refleja la situación actual del establecimiento. 


Voy a explicarles cómo desempeña las actividades el Servicio de Inspección Oficial dentro de cualquier 
establecimiento habilitado por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. La empresa hace una 
solicitud de pedido de servicio y el personal destacado en la Inspección Veterinaria, es decir, el Jefe de 
Servicio que es un veterinario con sus ayudantes, dispone de ciertos funcionarios para que detallen las 
actividades. 


Normalmente se desarrolla en una recepción de hacienda, con un ayudante, quien hace un control sanitario y 
documental de los animales. Ahí ya se inicia la famosa trazabilidad. De esa manera, podemos rastrear de 
dónde procede el ganado, en qué momento va a ser faenado o desosado y podemos saber el destino si se 
exporta o si se comercializa internamente. Este técnicamente es un control anti mortem en el que se 
especifica ver puramente la parte sanitaria. 


Una vez aprobados los animales, pasan a la faena, y el veterinario responsable destacado en la planta 
distribuye a su personal en base al tipo de faena: ovina, vacuna, etcétera. Se detallan controles permanentes 
en playas de faena durante la actividad del sacrificio. Se hace una autopsia sistematizada a todos los animales 
en ese momento. Por supuesto, cada inspector ayudante nuestro realiza un dictamen de la situación sanitaria e 
higiénica de la faena. 


Después de certificar a los animales y de haber admitido su aptitud es posible que haya que condenar vísceras 
como carcazas, pasan a cámaras de maduración. Luego son derivados a una sala de desosado y todo el 
proceso se lleva a cabo en presencia de los inspectores del Servicio de Inspección oficial; hay ayudantes y 
doctores. En esta planta, se estableció un grupo de siete ayudantes y un técnico. El Jefe de Servicio dispone 
los lugares para trabajar, algo que se establece por reglamento. Además, sin la presencia de la Inspección 
Veterinaria Oficial y sin la presencia de la certificación y del sellado sanitario, si una planta frigorífica 
realizara alguna actividad, se la consideraría como faena clandestina. Se lleva a cabo un procedimiento y se 
condena. Es imposible manejar un establecimiento frigorífico sin la presencia oficial. ¿Por qué? Porque 
además de hacerse la inspección de rutina, hay un sellado sanitario que otorga la aptitud y que se advierte en 
todo el proceso: desde la faena cuando se transforma al animal en carcaza, en carne, con su sello 
correspondiente hasta el corte final, con la respectiva identificación. 


Quiere decir que la cadena de inspecciones comienza con los animales en el corral y termina con el producto 
final, envasado en polietileno y puesto en cajas, enfriado o congelado, con la respectiva identificación de 
todo el proceso. En estos procesos se realizan controles "in situ" de la faena, de la inspección de los corrales, 
de las cámaras, de los registros de control de las cámaras, de los registros de control del procesamiento, de la 
sala de desosado, de los aspectos higiénicos y operativos de la planta, de los aspectos higiénicos locativos de 
la planta, etcétera. No se trata solo de verificar visualmente estos aspectos; todo queda registrado. 


Aquí existe una responsabilidad compartida tanto en los Servicios Oficiales como en las plantas responsables 
operadoras de los alimentos. ¿Cómo se comparte la responsabilidad? Existen controles y registros que se 
deben cumplir que el Servicio de Inspección Oficial verifica, y capacitaciones que debe realizar el 


establecimiento con sus funcionarios; nosotros hacemos el seguimiento de todo el proceso. A su vez, nosotros 
hacemos registros de los controles de SSOP, de GMP y de HACCP. Estas son siglas del sistema estandarizado 
de control de higiene. Controlar el GMP significa controlar todos los aspectos operativos y de higiene durante 
los procesos de procesamiento de la carne y HACCP es un control que reduce al mínimo las posibilidades de 
contaminación visual. La empresa debe realizar tanto controles desde el punto de vista operacional como de 
seguimiento y tiene la responsabilidad de hacer muestreos que están marcados por reglamentaciones oficiales 
nuestras. A su vez, el servicio oficial también lleva muestreos paralelos para ver si los muestreos 
microbiológicos se corresponden con una buena práctica de manufactura. Ese es el escenario de actividad de 
una planta frigorífica cualquiera de nivel de exportación. 


Si los señores Diputados lo desean, nos podemos abocar exclusivamente a las menciones que el señor 
Presidente hizo con respecto a resultados de salmonella en un embarque, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente hubo una denuncia de salmonella, otra de un embarque que 
vino de Rusia que aparentemente habría sido reetiquetado y otra con relación a un escape de 
amoníaco. 


SEÑOR PEREYRA.- Voy a comenzar por la denuncia relativa a la salmonella. Este año el 
establecimiento Frigorífico Durazno ha tenido tres rechazos de tres mercados distintos. Tenemos los 
correspondientes documentos. Quiero explicar que existen rechazos por distintos motivos: por 
inocuidad, por haber perdido el producto las características organolépticas, por mal rotulado o por 
una no correcta declaración de fechas en el certificado internacional que va en el embarque. Como 
dije, en este año la planta lleva tres rechazos por los cuales Uruguay ha recibido dos contenedores, uno 
de ellos de Noruega por discrepancias comerciales. Está establecido por norma que el contenedor debe 
llegar a puerto con la carne adentro y luego, por servicio oficial, se lo destina a planta. Allí nuestro 
servicio debe hacer una investigación de cómo llegó ese producto. Entonces, se crea un expediente y se 
analiza si la carne mantiene o no las características organolépticas para ser apta para consumo 
humano. Si se tiene que respaldar con muestreos de laboratorio, se debe hacer y luego comunicarlo. En 
este caso han existido tres rechazos. El segundo fue de Brasil, por una diferencia de documentación, de 
número de matrícula, de camión y de precinto, y aparentemente también hubo un problema de cadena 
de frío, porque el documento dice: "No conformidad con aspectos organolépticos". Cuando suceden 
determinados hechos en la cadena de frío, en lo que refiere a las características organolépticas de las 
carnes envasadas al vacío, se pierde la característica visual de aptitud. El último rechazo fue el de 
Rusia. El frigorífico embarcó y dentro de ese embarque cargó algunas cajas que no iban declaradas en 
el certificado internacional. Generalmente, durante las cargas se saca un volumen del contenedor, y se 
va romaneando y plasmando por parte de la empresa las fechas de producción que están rotuladas en 
las cajas. Así el servicio oficial también va verificando el seguimiento. En este caso se dio que el control, 
tanto particular como oficial, aparentemente falló porque se encontraron cajas que no estaban 
declaradas en el certificado. Eso fue lo que ocurrió en el transcurso de este año en la planta. De los tres 
rechazos, solamente se han recibido dos. El tercero, de Rusia, no ha llegado a puerto. Los de Noruega y 
Brasil ya fueron procesados, recibidos por la planta y fue determinado si el contenido era apto o no 
para consumo. 


Puntualmente vamos al caso referido a la salmonella. En 2007 se realizó un embarque por parte de esta 
planta. En marzo, la Dirección General de Servicios Ganaderos recibió directamente de la Federación Rusa 
un comunicado en el sentido de que en tal embarque, en los muestreos de rutina que hacen en los puertos de 
entrada, determinadas cajas habían dado positivo a la prueba de salmonella. ¿Qué se hizo en este caso? 
Inmediatamente se suspendió está establecido en una resolución de la Dirección General de Servicios 
Ganaderos la certificación de este establecimiento a Rusia y se inició toda una investigación en la cual se 
determinó que la empresa y el servicio oficial debían hacer una revisión en base a lo que estaba declarado en 
el certificado internacional de la fecha de producción y al desvío que pudo suceder, para determinar la causa 
de la salmonella. Quiero aclarar que este mercado determinó que era salmonella donna. Se trata de una 
tipificación que aún no está aislada en el país. No sabemos si es nuestra, es decir, no existen registros de este 
tipo de salmonella. 


Siguiendo con la investigación, se pide a la empresa y al servicio una revisión detallada de todos sus 
registros: control de higiene de la planta, control operativo de la planta, controles de superficie de carne que 


están obligados a realizar no del ciento por ciento sino muestreos de producciones que se van realizando 
aleatoriamente y también de toda la parte de Salud Pública con respecto al carné de salud, ya que algún 
operario o funcionario podría estar causando alguna contaminación. Luego, una comisión analiza todo el 
relevamiento de la empresa, más el informe que hace el servicio veterinario destacado en esa planta, y se 
concluye en un informe. En este caso, lo hago yo porque soy el responsable de la supervisión de esa planta. 
Mensualmente hago una rutina de visita en la que dejo un informe escrito en el que siempre hay 
observaciones ya que no existe ninguna planta, ni en el país ni en el mundo, que no lleve observaciones. 
Estas pueden ser de grado mínimo, mayores o críticas, pero generalmente la rutina es esa. Es decir, en las 
plantas exportadoras hacemos una supervisión obligatoria y mensual, dejamos un informe por escrito y la 
empresa debe cumplir con una acción por esas observaciones que establecemos mes a mes. A su vez, esas 
observaciones son auditadas por los mercados extranjeros, que hacen el seguimiento de si las empresas se 
encargaron de las observaciones que nosotros marcamos. Puede tratarse de observaciones desde el punto de 
vista del mantenimiento, operativas, de higiene de la planta, problemas de trazabilidad, de documentos, es 
decir, sobre todo el proceso que se lleva adelante. 


En cuanto a la investigación de la salmonella, debo decir que se decidieron determinadas acciones en la 
planta para corregir si es que existió una contaminación cruzada. Si la Comisión lo desea, lo desarrollo, pero 
todo esto está establecido en un documento del que vamos a dejar copia. Se trata de acciones correctivas de 
las cuales hacemos el seguimiento para ver si son efectivas o si se puede repetir el mismo defecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que nos envíen esa documentación para anexarla a la versión 
taquigráfica. Si no entendí mal, la variación de salmonella que se encontró en esa carne en Rusia, hoy 
por hoy no está aislada en Uruguay, no se ha verificado que exista acá, es decir que puede tratarse de 
una contaminación en destino. 


SEÑOR PEREYRA.- El muestreo generalmente se hace en destino, en puerto. Lo realiza el servicio 
oficial de la Federación Rusa o se encarga a una empresa y se envía a un laboratorio. Nosotros también 
podemos dudar de la toma de muestra, precisamente por no estar presentes. Se puede suponer que 
puede haber surgido una contaminación cruzada por parte de ellos, porque el hecho de que nosotros 
no la tengamos tipificada es llamativo. Rastreé a nivel de Salud Pública y tampoco la tenían registrada. 
En esa investigación solicité también que a los operarios y funcionarios, aunque tuvieran carné de 
salud, se les reiterara todo el examen de aptitud a los efectos de saber si no había alguna posibilidad de 
que alguien estuviera siendo reservorio y de esa manera estuviera trasmitiendo el problema. Esto es 
algo que puede ocurrir. 


SEÑOR LAZANEO.- Para apuntalar lo que está diciendo el doctor Pereyra, quiero expresar que 
nosotros tenemos programas de control de patógenos. Uno de ellos es precisamente el de salmonella, y 
específicamente a la carne que va a Rusia se le hace una verificación con muestreo para el control de 
salmonella porque así lo exigen las autoridades de ese país. Por lo tanto, no solo esa especie puede no 
haber surgido acá sino que, además surge de la investigación, cuando esos embarques se monitorearon 
no se habían detectado muestras patógenas. De cualquier manera, esto no quiere decir mucho. 
Primero, son muestras distintas, y sabemos que en biología no hay ni cero por ciento ni cien por ciento, 
sino que todo es relativo. A su vez, al ser muestras distintas puede dar en una y en otra no. Todo 
depende del grado de contaminación que tenga el producto. Lo mismo sucede con otros patógenos. 
Nosotros estamos teniendo una problemática muy importante con Estados Unidos referente a un 
patógeno, escherichia coli, para el ser humano. Están muy preocupados y nos exigen controles. 
También tenemos un programa en ese sentido y en Estados Unidos se ha detectado en algunos 
productos, entre los cuales hay proveedores uruguayos. Nuestro país no es el único proveedor. Hay 
otros, pero en la conjunción de materia prima para un producto se da y nos piden investigación. Hasta 
ahora no se han detectado problemas que hagan pensar que la carne uruguaya tenga ese grado de 
contaminación que pueda generar ese tipo de problema. De cualquier manera, los monitoreos se siguen 
haciendo y las garantía se siguen dando. 


Además del monitoreo general que se hace de la exportación, cuando se da un hecho puntual esa situación 
debería ser investigada puntualmente, dando las respuestas correspondientes, incluyendo las acciones que se 
toman y las medidas preventivas. 


SEÑOR PEREYRA.- Me voy a referir al tercer punto planteado, que tiene que ver con el escape de 
amoníaco que hubo en la planta. Al respecto, aclaro que la sala de máquinas está a espaldas de los 
servicios veterinarios, donde está ubicada la oficina de nuestros ayudantes y de inspección veterinaria, 
cerca de la playa de faena. 


Ese importante escape invadió parte de las oficinas y también parte de la playa de faena, precisamente que el 
momento en que íbamos hacia Paysandú para evaluar una de las plantas frigoríficas destacada allí, a los 
efectos de alistarla para un mercado de alta exigencia. Al enterarnos de la situación nos hicimos presentes, 
precisamente porque estábamos en tránsito por la zona. Cuando llegamos, el personal estaba siendo atendido 
por los servicios médicos. La doctora tuvo que ser internada y la acompañamos al sanatorio. De todos modos, 
dejamos instrucciones al servicio en relación a las acciones a tomar. Ese día se suspendió la actividad. 
Cuando ocurrió el escape en la playa de faena había ovinos colgados. Se lavó toda la sala con abundante 
agua, para poder acceder a la sección y no tener problemas respiratorios. Se ordenó retener la producción ese 
día en una cámara, no porque el escape de amoníaco afecte las características organolépticas de aquellos 
animales que ya estaban cuereados y faenados. Al día siguiente, se ordenó hacer un muestreo y enviar 
músculo al Laboratorio DILAVE para que analizara las características y determinara si existía una posible 
contaminación. Dicho laboratorio señaló que los grados de contaminación no existían. Los resultados figuran 
en el expediente, de los que puedo dejar copia. En ese documento, en el rubro "presencia de recuentos totales 
de bacterias", dice: "alrededor de 3 x 102". Esos son valores normales de superficies en carne fresca. Existe 
una reglamentación nacional que dice si los niveles son superiores a 1 x 105 estarían indicando estándares 
altos de contaminación, es decir que habría que tomar acciones. En este caso está determinando que, a pesar 
de que recibió amoníaco en su ambiente, en su superficie, no afectó al producto y, por lo tanto, se procedió a 
hacer la liberación de esa carne luego de obtenidos los resultados. 


(Diálogos) 


Respecto al embarque de salmonella del 13 de marzo de 2007, las muestras se tomaron en Rusia, 
se retiró las cajas que estaban con problemas y el resto fue a proceso térmico y no retornó. El que viene 
en retorno es el tercero que mencioné anteriormente, de Rusia, por un problema de declaración en el 
certificado sanitario internacional. 


SEÑOR GALLER.- Todas las tareas que aquí han detallado los doctores Lazaneo y Pereyra son parte 
de un sistema de inspección de la carne que se realiza por parte de los servicios ganaderos en todas las 
plantas que tienen habilitación para mercados externos y para el consumo interno. Para conocimiento 
de los señores Diputados me gustaría que quedara claro que este sistema de inspección de la carne 
forma parte de todo un sistema de inspección, de todo un sistema ganadero, de todo un sistema 
veterinario que abarca otras áreas y que colabora en esa cadena de certificación que hace que podamos 
garantizar desde el predio al plato del consumidor ciertas características de los productos cárnicos, así 
como de los lácteos, que tienen aproximadamente cincuenta mercados. En ese sistema participan la 
Dirección de Sanidad Animal, el DILAVE Laboratorio de Diagnóstico Veterinario de la Dirección 
Miguel C. Rubino, la División de Contralor de Semovientes, el Sistema de Información y Registro 
Animal y, por supuesto, la División de Industria Animal. Esto es muy importante tenerlo en claro 
porque el que tiene una gran dimensión es el sistema veterinario, el sistema ganadero que también 
incluye a productores, veterinarios, comerciantes y transportistas, porque hoy en día temas como el 
bienestar animal también están siendo contemplados a partir de la exigencia de este mercado. 


Este sistema ha sido auditado en reiteradas oportunidades por los mercados más exigentes y es el que está 
vigente. Eso no quiere decir que no existan problemas. Para eso están los sistemas: para detectar los 
problemas y luego tomar medidas correctivas como puede ser la suspensión de certificación, que se hizo en 
forma inmediata, la investigación retrospectiva de por qué sucedió eso y, a partir de las conclusiones de 
cualquier investigación, las medidas correctivas que se aplicarán. Para habilitar nuevamente la certificación 
hacia un mercado que fue suspendido debemos dar garantías y razones para que ese mercado nos acepte y 
Uruguay siga teniendo la credibilidad que ha construido a lo largo de treinta años. 


Les agradecemos la invitación y quedamos a las órdenes para cualquier otra información que la Comisión 
requiera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación de la Dirección General de Servicios Ganaderos del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca) 


Pasamos al área del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyos integrantes recibieron las 
versiones taquigráficas. Concretamente, hay manifestaciones de persecución sindical y una serie de 
situaciones donde los trabajadores dicen que no irían más a la DINATRA porque están cansados de no 
obtener respuestas. Quisiera referirme concretamente a una manifestación donde dicen que la esposa 
del dueño del frigorífico trabajaría en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Básicamente, les pedimos que se refieran a esas dos áreas: si ha habido muchas denuncias de los sindicalistas 
y si han constatado persecución sindical, y si efectivamente hay algún tipo de relación del dueño del 
frigorífico con algún funcionario de esa Cartera. 


SEÑORA NARDUCCI.- Leímos atentamente la versión taquigráfica y, antes de dar respuesta a lo que 
solicita el señor Presidente, me gustaría explicar que somos integrantes y Directoras de la Inspección 
General del Trabajo. 


La Inspección General del Trabajo es una unidad ejecutora del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que 
tiene otros programas como por ejemplo la DINATRA, que es la Dirección especializada en materia de 
relaciones laborales y, además, una unidad ejecutora que se ocupa de la coordinación de todas las actividades 
del Ministerio en el interior del país, que se denomina DINACOIN, Dirección Nacional de Coordinación del 
Interior, de la que dependen las Oficinas de Trabajo. En consecuencia, para nosotras no va a resultar posible 
dar respuesta respecto del posible vínculo entre una funcionaria de una Oficina que no depende de la 
Inspección y el titular del frigorífico, como tampoco podríamos dar respuesta respecto de la denuncia o 
desmotivación que se desprende de la versión taquigráfica por lo escaso de los resultados que han obtenido 
los trabajadores en sus presentaciones en la Dirección Nacional de Trabajo. El Director de la Dirección 
Nacional de Trabajo es Julio Baráibar y correspondería que él diera respuesta, si fuera necesario, respecto de 
las instancias que han transcurrido en esa unidad ejecutora con delegaciones de trabajadores de este 
frigorífico y los funcionarios de esa Dirección. 


La Inspección General del Trabajo es la unidad ejecutora encargada de vigilar el cumplimiento de la 
normativa laboral. En consecuencia, tiene un procedimiento para poder realizar esa vigilancia que es nada 
más ni nada menos que la fiscalización en las empresas del cumplimiento de aquellas obligaciones que están 
estipuladas en las normas vigentes. Para eso, la Inspección se moviliza con un cuerpo inspectivo integrado 
por dos áreas bien especializadas que se diferencian entre sí. Una es la División Condiciones Generales de 
Trabajo, encargada de vigilar el cumplimiento de todas las normas de carácter general relacionadas con el 
contrato de trabajo, incluidos, por ejemplo, los laudos que se acuerdan en la Dirección Nacional de Trabajo. 
Otra es la de Condiciones Ambientales de Trabajo, un área de seguridad y salud de los trabajadores, que tiene 
la obligación de controlar que se cumpla con toda la normativa específica en las diferentes empresas. 


Una vez que los inspectores constatan irregularidades, de acuerdo a la especialidad que esté realizando la 
inspección correspondiente, dejan constancia en un acta de hecho que forma cabeza de expediente y tiene me 
importa destacar un proceso administrativo regulado por una norma de carácter general que es el Decreto 

N* 500 de 1991 que ha sufrido modificaciones recientemente, que nosotros debemos observar de forma tal de 
sustanciar los procedimientos que iniciamos en las empresas con las garantías del debido proceso. Si no 
hiciéramos así, tendríamos recursos que invalidarían las observaciones que la Inspección ha efectuado a esas 
empresas. Esta es una muy breve explicación de lo que tiene que ver con las competencias y procedimientos 
que aplica la Inspección. 


Por otra parte, voy a relatar de forma breve cuáles han sido las intervenciones que la Inspección ha tenido 
dentro de la empresa porque son varias y dan cuenta del grado de problemática existente dentro de la 
empresa. Voy a dar cuenta de las actuaciones que realizó la Inspección a partir del mes de marzo de 2005 a la 
fecha. Hay actuaciones anteriores, no las he buscado en el sistema, pero existen. Nosotros nos hemos 
ocupado de ubicar y relacionar las actuaciones que están bajo nuestra responsabilidad porque nos parece que 
es lo más adecuado. 


El 17 de marzo de 2005 se realiza una inspección de condiciones ambientales de trabajo, seguridad e higiene. 
En esta inspección y por las características de la actividad de tipo industrial, los inspectores controlan la 
aplicación del Decreto N* 406 del año 1988 que está publicado en la página Web del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Es una norma muy extensa que establece las características que deberán reunir los locales 
con destino a actividades industriales, con excepción de la construcción: condiciones de los vestuarios, de los 
baños, de las instalaciones de productos químicos que se utilicen en el proceso productivo, riesgos físicos, 
ergonómicos y biológicos, protección de maquinarias y de instalaciones eléctricas. Todo esto trata el Decreto 
N* 406 del año 1988 y los inspectores en su recorrida tratan de verificar incumplimientos a esa norma para 
luego escriturarlos en el acta de hechos, una vez que finalizan su actividad. En esta oportunidad, el 17 de 
marzo de 2005, la División de Condiciones Ambientales de Trabajo efectuó varias intimaciones a la empresa 
y dispuso la clausura preventiva de una plataforma de garreo de segunda pata. Es un sector de actividad en el 
que tres trabajadores estaban realizando tareas subidos a esa plataforma sin condiciones seguras que evitaran 
una posible caída o que el rostro pudiera engancharse con el gancho usado para la tarea. Entonces, se dispuso 
una clausura preventiva que se mantuvo durante el tiempo en que estuvo vigente. Además, se observaron las 
condiciones de la instalación eléctrica y de los generadores de vapor, entre otros aspectos de índole menor. 


El 21 de marzo, la misma Inspección hace un control de lo que se había intimado en la instancia anterior y 
verifica que se colocaron cintos a los obreros que trabajan en esa plataforma para evitar que tengan movilidad 
y que puedan entrar en contacto con el gancho que había sido observado y que generó preocupación en los 
inspectores de Trabajo. Esta solución, que no fue la inicialmente intimada por la Inspección, fue 
implementada con total satisfacción y aprobación del sindicato de trabajadores. Los inspectores, cuando 
llegan a una empresa, además de presentarse ante los titulares responsables del emprendimiento, dan aviso al 
sindicato de trabajadores si lo hay para que esté enterado de la presencia de la Inspección del Trabajo y 
habitualmente realizan sus recorridas en los establecimientos acompañados por un representante de la 
empresa y por un representante del sindicato. Además, dejan constancia de su actuación entregando copia del 
acta de hechos a ambas partes, de forma tal que puedan realizar un seguimiento posterior, consultando en la 
sede del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En este caso, la colocación de un cinto de seguridad para 
evitar que los trabajadores tuvieran amplia movilidad y posibilidad de caerse o entrar en contacto con el 
gancho fue una solución acordada con el sindicato, que firmó de conformidad. 


Además, se realizó un control de los digestores utilizados en el sector de graserías y se iniciaron trámites a 
partir de la inspección respecto de los generadores de vapor que debían contar con la habilitación por parte 
del organismo competente, que es el Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


También, en este control se constató que la instalación eléctrica había sido reparada con un informe de 
técnico electricista autorizado por UTE. Se había adecuado la alimentación eléctrica de la planta y se habían 
modificado la mayoría de los tableros principales y secundarios que integran los distintos elementos de toma 
de energía dentro del establecimiento. 


El 24 de enero de 2006 la Inspección vuelve a concurrir, pero esta vez lo hace la División Condiciones 
Generales de Trabajo. Concurre para tener dos tipos de actuaciones. En un caso, porque el sindicato solicitó 
verificar las categorías y los salarios de un conjunto de trabajadores. Los inspectores en su actuación 
determinan que hay cuatro trabajadores que no están cumpliendo con tareas propias de su categoría laboral y 
entonces intiman a corregir en la planilla y en los hechos los salarios correspondientes a las mejoras 
derivadas de los cambios de categorías laborales. Este aspecto se corrigió por parte de la empresa y se 
sustanció en el expediente N* 2821/06. 


La otra actuación que se realizó en ese momento fue de documentación general. Se revisó toda la 
documentación laboral de la empresa. Además, habíamos tenido conocimiento a través del sindicato de que 
había trabajadores informales que, cuando llegaban los inspectores, se escondían en un determinado lugar del 
establecimiento porque la empresa así lo había indicado, y que la empresa utilizaba el trabajo de soldados de 
un Batallón del Ejército próximo al establecimiento que, obviamente, no tenían autorización para trabajar. 
Por lo tanto, coordinamos nuestra visita con el sindicato. Los inspectores llegaron muy temprano en la 
madrugada, un representante del sindicato los esperaba en moto para orientar la llegada al lugar donde 
presumiblemente se podrían esconder esos trabajadores. Esa actuación se realizó con total éxito y dentro de 
un galpón se encuentra a ocho personas, siete de las cuales probablemente eran soldados del Ejército. 
Nosotros comunicamos los nombres a la entonces Ministra de Defensa Nacional, doctora Azucena Berrutti, 


para que tuviera conocimiento de que presumiblemente soldados de un Batallón del Ministerio de Defensa 
Nacional con asiento en el departamento, podrían estar trabajando en el establecimiento. 


En agosto de 2006, vuelve a concurrir la Inspección de Condiciones Ambientales de Trabajo porque se había 
denunciado falta de higiene en los casilleros en el vestuario del personal y la voladura de un techo que había 
dejado al descubierto un área de trabajo con riesgo para el personal, porque manejaban maquinaria que 
necesita alimentación de energía eléctrica para funcionar y la humedad y la exposición a la intemperie hacían 
que existiera riesgo de contacto eléctrico. La Inspección vuelve a concurrir y observa las condiciones de 
higiene y verifica que realmente no eran del todo adecuadas en los vestuarios del personal. Entonces, se 
intima a corregir el techo del sector correspondiente. Posteriormente, el 11 de agosto de 2006, debido a que 
ese sector de la empresa había sido clausurado, se controla su cumplimiento. El 15 de agosto vuelve a 
concurrir la Inspección y se comprueba que se estaba trabajando para finalizar lo relativo a la instalación 
eléctrica dentro de dicho local y que se había cubierto parte del techo. En consecuencia, se levanta la clausura 
preventiva y se solicitan nuevos recaudos, porque los trabajos de reparación que se venían efectuando habían 
generado nuevos riesgos para otros trabajadores del área de la construcción. Entonces, se intimó memoria de 
los trabajos que se estaban realizando para las reparaciones correspondientes, memorias de andamios que no 
existían y proceso de instalación y plan de seguridad de las reformas que se estaban llevando a cabo. 


El 23 de agosto de 2006, nuevamente, se controlan las observaciones formuladas en esa oportunidad y que se 
agregaron a las anteriores. Asimismo, en esa fecha se realizan observaciones en grasería, sala de máquinas, 
caldera y comedor. Se formularon treinta nuevas observaciones a las condiciones de trabajo en esa nueva 
visita inspectiva. Esas intimaciones se controlaron el 17 de diciembre de 2007, por expediente N* 11.203, y la 
empresa debió pagar una multa de 170 Unidades Reajustables por los incumplimientos constatados por la 
Inspección. Las multas no eximen a la empresa del cumplimiento de sus obligaciones en materia laboral, solo 
son una forma de disuadirla; cuando se dilata en el tiempo el cumplimiento de lo dispuesto por parte de la 
administrada, la aplicación de la sanción es una forma de disuadirla de su actitud, a fin de que cumpla con lo 
que se le ha intimado. 


Por otra parte, el 31 de octubre de 2007 se realiza una nueva inspección de condiciones generales de trabajo y 
documentación laboral. En esa ocasión se pidieron listados de licencias porque los trabajadores estaban 
preocupados por las licencias correspondientes y los convenios de licencias. Entonces, nuevamente 
concurrimos a la empresa e intimamos listados de licencia, convenios de licencia, recibos de salario 
vacacional y licencia gozada. En esa oportunidad se observaron diferentes aspectos, algunos de los cuales ya 
se han corregido, pero que se vienen sustanciando en el expediente N* 2.837 de 2006. 


El 17 de diciembre de 2007 se llevó a cabo una nueva actuación sobre condiciones ambientales de trabajo, en 
la que se controlaron intimaciones efectuadas anteriormente. En esa ocasión se observa que la sala de 
máquinas está en reparaciones y se percibe olor a amoníaco, razón por la cual se efectuaron varias 
observaciones relativas a la seguridad de los operarios que estaban realizando las reparaciones. El 20 de 
diciembre de 2007 se controla la seguridad de los trabajos que se estaban realizando en estas líneas; el 
sindicato, la empresa y los inspectores acordaron un plazo de quince días para finalizar los trabajos de mejora 
en la sala de máquinas y para que durante ese lapso se dispusieran medidas especiales. Ustedes 
comprenderán que si se hubiese paralizado la sala de máquinas también se habrían paralizado las actividades 
de toda la planta frigorífica. Por esa razón, los inspectores creo que con buen criterio comunicaron al 
sindicato la existencia de esos olores que también percibían los trabajadores, e implementaron de común 
acuerdo un procedimiento de trabajo para que las tareas de reparación en las líneas de amoníaco respetaran 
determinados criterios. Estos fueron el uso de equipo de protección respiratoria por parte del personal que iba 
a realizar las tareas de mantenimiento, para evitar que una vez que ingresaran a sala de máquinas pudieran 
sufrir algún tipo de perjuicio en su salud por la pérdida de amoníaco; la metodología de trabajo escrita, para 
que quienes estuvieran involucrados en la actividad cumplieran con ella, y también se dispusieron medidas 
administrativas para paliar la molestia de tener que utilizar durante todo el horario de trabajo la máscara para 
evitar la contaminación. En consecuencia, durante todo el período en que se realizaron los trabajos en sala de 
máquinas, cada dos horas de trabajo se disponía de veinte minutos de descanso para que el personal pudiera 
retirarse los elementos de protección personal. Además, se precintó la zona y se evitó el ingreso de 
trabajadores que no estuvieran correctamente equipados y no conocieran la metodología de trabajo que se 
estaba utilizando allí. 


El 28 de enero de 2008 se realizó un nuevo control de condiciones ambientales de trabajo y se constató el 
incumplimiento de observaciones que he relatado de distintos expedientes, y se impusieron multas por valor 
de 130 Unidades Reajustables. Estas observaciones recayeron sobre los baños, que estaban en malas 
condiciones, y en las instalaciones eléctricas que estuvieron expuestas a la intemperie cuando se produjo la 
voladura de los techos, lo cual se acondicionó de acuerdo a lo que la Inspección había dispuesto. En materia 
de condiciones de trabajo, tanto generales como ambientales, se llevan aplicadas multas por un valor 
aproximado a los US$ 6.000 para que la empresa cumpla con sus obligaciones. Todos los procesos 
administrativos continúan en marcha hasta que no se dé cumplimiento total a lo que cada uno de estos 
expedientes tiene en sus distintos folios. Eventualmente, de no llegarse al cumplimiento total, el último 
recurso que tenemos para el caso de que no se abonen las restantes multas que la Inspección pueda aplicar es 
el embargo de las cuentas bancarias de la empresa. 


Con fecha 3 de octubre de 2008 recibimos una nueva denuncia de los trabajadores, y quiero destacar que las 
denuncias que se radican en las oficinas de trabajo del interior no tienen la inmediatez que las que se efectúan 
en Montevideo. Nosotros tenemos que recibirlas a través de las oficinas de trabajo y de la Dirección Nacional 
de Coordinación en el interior y se deben realizar determinados trámites a los efectos del correcto registro de 
estas denuncias. Por tanto, esa denuncia es la única que hasta el momento no hemos respondido; es la única 
denuncia pendiente que tiene la Inspección relativa a las distintas situaciones que nos han sido comunicadas 
por parte los trabajadores. 


Por otra parte, quiero mencionar que en materia de relacionamiento laboral que creo que es el principal 
problema que existe en la empresa, existe el expediente N” 10,324 de 2006, que fue iniciado por una 
trabajadora activa militante sindical del sindicato de los trabajadores de la planta frigorífica que fue 
despedida. Esta trabajadora presentó una solicitud de intervención a la Inspección Nacional de Trabajo para 
verificar si en las distintas circunstancias que derivaron en su despido se habían dado aspectos de persecución 
sindical. El 15 de marzo de 2007 nosotros enviamos el expediente con esta denuncia a la oficina de trabajo de 
Durazno para notificar el inicio del procedimiento de investigación de esta posible denuncia de persecución 
sindical. En la actualidad, la trabajadora continúa con su denuncia, pero la orientó hacia la Dirección 
Nacional de Trabajo. Si bien inició la denuncia en la Inspección, luego presentó una solicitud para que el 
procedimiento continuara en la sede de DINATRA. Lo que hizo fue dirigir una nota al Director Nacional de 
Trabajo, por lo cual el expediente fue orientado hacia esa Dirección, razón por la cual nosotros no tenemos el 
expediente en nuestro poder. Seguramente, en la Dirección Nacional de Trabajo se estarán sustanciando 
aspectos relacionados con el vínculo laboral, que son más propios de esa unidad ejecutora. Lo que sabemos 
es que la trabajadora no agregó ninguna prueba adicional ante nuestra solicitud, que fue remitida en su 
momento por intermedio de la oficina de trabajo del interior; simplemente, presentó el escrito que he 
mencionado, que fue dirigido al Director de la Dirección Nacional de Trabajo, señor Julio Baráibar. 


Por lo tanto, todas las actuaciones de nuestro expediente están ahora en la sede de la Dirección Nacional del 
Trabajo, que es la Unidad Ejecutora a la que corresponde dilucidar esta problemática que, reitero, es sin lugar 
a dudas la mayor que tenemos instalada dentro de esa empresa. 


La empresa tiene una serie de irregularidades. Todos estos expedientes y el trabajo que la Inspección General 
del Trabajo y la Seguridad Social ha realizado documentan que esas irregularidades existen, que son reales. 
El efecto que los trabajadores perciben es muy impactante, porque a las condiciones de trabajo se suma que 
las relaciones laborales no son buenas en la empresa. Lamentamos mucho que la empresa no haya 
visualizado que un buen clima de entendimiento en materia de relaciones laborales ayuda a superar la 
problemática que tiene respecto del cumplimiento del marco legal. En ese sentido, existen ámbitos 
específicos como las comisiones de seguridad laboral que se han dispuesto por el Decreto 291/07 que, a 
solicitud del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, promulgó el Presidente de la República. Son ámbitos 
específicos donde se puede trabajar para mejorar las condiciones ambientales del trabajo. Todo esto suma al 
clima de relacionamiento laboral que, obviamente, tiene que ser de cooperación y no de confrontación. 


SEÑOR POZZI.- Sería bueno que la delegación dejara el resumen y la documentación que han traído 
para que los trabajadores puedan consultarlos. 


SEÑORA NARDUCCI.- No hay inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero consultar si levantamos la reserva de la versión taquigráfica de la 
sesión a la que concurrió el sindicato. Habíamos resuelto que quedara reservada, pero ahora ya no 
tiene sentido. Como no hay objeciones, así se procederá. 


La versión taquigráfica de la sesión a la que concurrió el sindicato, así como la de la sesión a la que concurrió 
el dueño del frigorífico y la de hoy serán enviadas a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de Defensa Nacional porque se tocó un tema que le compete, a la 
Inspección General del Trabajo, a la DINATRA, a la Intendencia Municipal y Junta Departamental de 
Durazno, al PIT-CNT, a la empresa, al sindicato y a los Diputados del departamento. 


La Comisión de Legislación del Trabajo les agradece mucho la presencia. 


Se levanta la reunión. 


Pa 


Tí maana dal nia da nádcin 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


